Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 15 minutos) 


La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda tiene el agrado de recibir a los 
representantes de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a los efectos de analizar el proyecto de 
ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que tenemos a estudio. 


Tiene la palabra el señor Subdirector de la Oficina, contador Conrado Ramos. 


SEÑOR RAMOS.- En primer lugar, queremos excusar al señor Director de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, quien como se encuentra con una fuerte lumbalgia, no ha podido concurrir a la 
Comisión. 


Vamos a hacer entrega a los señores Senadores de una carpeta que contiene lo esencial de 
la presentación que realizaremos antes de entrar a analizar el articulado. 


Como ya lo hemos dicho en otras oportunidades, las reformas integran lo que hemos dado 
en llamar la transformación democrática del Estado, que se la puede mirar como la madre de todas las 
reformas, o integrada en un contexto de otras reformas del Estado de amplia magnitud, como por 
ejemplo la tributaria y la de la salud, el Plan de Equidad, los Consejos de Salarios, la transformación de 
la Administración Central y de las empresas públicas, la creación de agencias y direcciones, así como 
también las políticas de descentralización. Con respecto a estas últimas, estamos hablando tanto de la 
descentralización política -cuyo proyecto está a estudio en una Comisión de la Cámara de 
Representantes- como de la desconcentración administrativa. 


En lo que respecta a los Ministerios, podemos observar sus políticas sectoriales de 
descentralización a nivel de los Consejos Sociales, los Centros MEC, las Mesas del Agro, de 
Seguridad Pública y de Ordenamiento Territorial, y otro tipo de políticas sectoriales de 
desconcentración; y en lo que tiene que ver con el territorio, hablamos de desconcentración 
institucional. 


Con respecto a la herencia en esta transformación democrática del Estado, podemos decir 
que tenemos un Estado envejecido, con pautas tradicionales de clientelismo político que se ha dado en 
llamar Estado de partido, con déficit técnico y malestar ciudadano. Los objetivos apuntan, 
fundamentalmente, hacia un Estado productivo, cercano, transparente, más flexible, más rápido y con 
mejores accesos a los servicios. 


En lo que tiene que ver con los tiempos que manejamos, debemos tener claro que se trata de 
un proceso gradual, en el que se tienen que verificar verdaderas políticas de Estado. La primera etapa 
llevaría alrededor de cinco años, tratándose de un proceso selectivo y de largo aliento. 


La metodología consiste en la participación y en la negociación social y territorial; o sea, la 
negociación en el propio territorio y la participación tanto ciudadana como a través de organismos 
representativos, ya sean empresariales o de los trabajadores. 


Este cambio institucional implica, sobre todo, un fuerte cambio cultural en la matriz estatal y 
en sus políticas. La estrategia se asienta sobre cuatro pilares. El primero es el fortalecimiento de la 
capacidad de conducción. En el diagnóstico que ha hecho el Gobierno se ha detectado una falta de 
capacidad de conducción, que en literatura se denominaría “estrategia del pollo sin cabeza”; se trata de 
un sector público que está cada vez más fragmentado, en el que no existe una capacidad de 
correspondencia que dé coherencia y coordinación a las políticas públicas. Este es un déficit fuerte y 
sistémico del Estado uruguayo. Por lo tanto, fortalecer la capacidad de conducción es uno de los 
objetivos fundamentales de la transformación democrática del Estado. 


El segundo pilar de la estrategia es crear un sistema de información, planificación y 
evaluación, generalizando el uso de tecnologías de la información y creando sistemas de información 
que permitan mejorar la toma de decisiones políticas. Desde hace mucho tiempo venimos diciendo que 


este es un Estado que registra mucho, que tiene una larga tradición de registro basada en el respeto 
del Estado de Derecho, pero que esos registros no necesariamente implican la producción de 
información sustantiva, que es básica para la toma de decisiones. 


El tercer pilar son las reestructuras, que tienen que ver con la política de renovación y 
fortalecimiento de los recursos humanos, sobre todo a nivel ministerial, tal como se verá en la discusión 
del articulado de la Rendición de Cuentas. 


El último pilar sobre el que se asienta la estrategia es una política de acercamiento al 
ciudadano, fundamentalmente a través de lo que hemos denominado los Centros de Atención al 
Ciudadano (CAC). Este año se prevé establecer unos 26 CAC, cuyo hito fundacional ha sido en 
Colonia Lavalleja, en el departamento de Salto. Esta es una fuerte apuesta a la inversión, que conlleva 
más servicios pero manteniendo el gasto público, como porcentaje del Producto Bruto Interno, en 
términos constantes. 


En la siguiente lámina podemos observar el gasto del Gobierno Central  -incluido el 
Banco de Previsión Social- sobre el porcentaje de Producto Bruto Interno, sin tener en cuenta el pago 
de intereses de deuda, que se sitúa en un 24%, inclusive con respecto a picos más altos registrados en 
los años 2001 y 2002. Esto es lógico, porque en los períodos de grandes crisis disminuye el Producto 
Bruto Interno y es más difícil retraer el gasto, y los cálculos obedecen también a ese hecho. 


De cualquier manera, se observa una política fiscal moderada, donde hay una inversión en el 
fortalecimiento del aparato estatal, que no se produce a expensas de un incremento sustancial del 
gasto público como porcentaje del Producto Bruto Interno. 


Lo mismo se podría decir sobre la evolución del número de funcionarios públicos: no se 
considera que en esta etapa haya habido un crecimiento exponencial. Sí se puede decir que entre los 
años 2005 y 2007 hubo un leve aumento del número de funcionarios públicos que se explica, 
fundamentalmente, por la regularización de antiguas formas de vínculos jurídicos con el sector público, 
así como por la apertura democrática de ingresos, que durante más de dos décadas no estuvo 
permitida en el sector público uruguayo. Considerando los porcentajes sobre la población 
económicamente activa, se llega a casi un 14% de ésta; si se tienen en cuenta las estadísticas de la 
OCDE, se está por debajo, ya que el promedio de esta Organización es de un 16% de la población 
económicamente activa. Se puede decir que en América Latina es un Estado fuerte si consideramos el 
gasto con relación a los funcionarios públicos, pero en términos internacionales estamos en el 
promedio o debajo de él. 


Las estadísticas muestran que al 21 de julio de 2008 la composición total era la siguiente: 
234.000 cargos ocupados y 218.000 funcionarios. Históricamente, la Oficina Nacional del Servicio Civil 
calcula un 7% menos de funcionarios que de cargos, debido a que hay funcionarios que ocupan más 
de un cargo. Por tanto, ese es el promedio que se ha venido sacando. De todos modos, creemos que 
cuando se termine de implementar el SGH, se van a poder conocer las cifras con mucha más 
exactitud, sin tener que hacer estas estimaciones entre funcionarios y cargos ocupados. 


En cuanto a la edad promedio y a la distribución por rango y edad, tal como se observa en la 
gráfica, el mayor porcentaje de funcionarios -por lo menos a nivel de la Administración Central, aunque 
también está incluido el INAU- tiene entre 41 y 50 años, alcanzando un 35% del total; entre 51 y 60 
años, el porcentaje es del 29%, es decir que sigue siendo muy alto, y hay un 12% de funcionarios con 
más de 60 años, lo que habla a las claras de una población envejecida, en parte por la política de no 
ingreso a la función pública. Ese hecho hizo que se produjera un envejecimiento enorme de la 
población que ocupa cargos públicos. 


Pasamos ahora al capítulo denominado “Recuperando a la Administración Central”. Nos 
encontramos con que la Administración Central era uno de los ámbitos menos atendidos y con más 
necesidad de fortalecimiento, y consideramos que es como el cerebro de la Administración, donde se 
formulan políticas públicas y se dan los lineamientos políticos en cuanto a la conducción e 
implementación de las mencionadas políticas. 


Puedo informar que hemos seguido la política de reestructura de Direcciones Generales de 
Secretaría; comenzamos por éstas, fortaleciendo el papel central y rector que les queremos dar a las 
Direcciones Generales de Secretaría. Asimismo, hemos trabajado mucho con los cuerpos inspectivos, 


por la importancia que tienen los accidentes laborales. Consideramos sumamente importante una 
reestructura y un fortalecimiento de la Inspección General del Trabajo. Lo mismo con respecto a la 
Dirección General de Salud (DIGESA), teniendo en cuenta el Sistema Nacional Integrado de Salud, y a 
la Dirección General Impositiva. 


Hemos tratado de fortalecer estos organismos, no sólo dotándolos de exclusividad, sino 
pidiéndoles a cambio compromisos de gestión. Esta es una de las políticas generales que hemos 
impulsado y que creemos que se tiene que transformar en el conjunto del sistema político, en una 
política de Estado. Como dije, se fortalece determinada institucionalidad pero, a cambio, se piden 
compromisos de gestión. 


También hemos trabajado fuertemente en el desarrollo de algunas áreas estratégicas para el 
país, como DINAVI, DINAMA, Ministerio del Interior, Inteligencia Comercial, Aduana, Auditoría, Oficina 
Nacional del Servicio Civil. Se trata de áreas estratégicas del Estado, en las que estamos encarando 
procesos de reestructuras profundos. Si bien no quiere decir que vayan a ser los únicos, es por donde 
hemos comenzado a trabajar con mucha fuerza. 


Asimismo, se debe destacar la creación de Agencias e Institutos. Un ejemplo de ello es la 
Agencia para el Desarrollo del Gobierno Electrónico y la Sociedad de la Información y del 
Conocimiento (AGESIC), con la capacidad -de que se la quiere dotar- de estandarizar normas y 
homogeneizar regulaciones en cuanto al desarrollo de las Tecnologías de la Información, para que no 
se produzca lo que ha venido sucediendo, esto es, áreas muy fuertes en desarrollos informáticos y 
otras excesivamente débiles, con sistemas que no eran interoperables o, en otras palabras, que no se 
comunicaban entre sí. Entonces, nos pareció que la creación de la AGESIC es sustantiva en ese 
sentido para llevar a cabo la reforma del Estado. Lo propio ocurre con la Agencia Nacional de 
Investigación e Innovación, así como con la que aparece en el articulado de este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, la Agencia de Compras y Contrataciones Estatales, a la que nos referiremos 
más adelante. 


En el marco de la recuperación de la Administración Central, también hay que destacar la 
creación de un sistema de información y evaluación. Hemos detectado que el Estado uruguayo tiene 
muy poca capacidad de evaluar las políticas públicas, si bien cuenta con mucha registración. Hay 
sistemas, como el de evaluación de la gestión, sobre el que incluso el Banco Mundial ha hecho una 
valoración, y el análisis es muy crítico con respecto a la capacidad que ellos tienen de arrojar 
realmente información sustantiva sobre políticas públicas. Por lo tanto, nos hemos abocado a fortalecer 
los sistemas de evaluación y de monitoreo de políticas, así como a la mejora de los indicadores de 
gestión -que ya los hay- de modo que realmente se usen e indiquen algo. El doctor Fernando Filgueiras 
siempre dice que un puente es un hombre cruzando un puente, y un indicador de gestión es lo mismo, 
porque si no se usa, es como que no existiera. El indicador de gestión nos debe dar una pauta en el 
sentido de si la política pública viene siendo bien desarrollada o no y ofrecernos directrices para 
implementar correctivos adecuados. 


También son importantes los sistemas de información transversales. Como veremos más 
adelante, las Unidades de Planificación y Evaluación Estratégica a crearse al interior de los Ministerios 
son fundamentales para producir información transversal y valiosa, así como para aportar a las 
estrategias de evaluación y de toma de decisiones. 


Asimismo, debemos citar los reportes de indicadores a la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Si bien no tenemos un Ministerio de Presidencia, como existe en otros sistemas políticos 
en los que se puede hacer un seguimiento adecuado de las prioridades presidenciales y de Gobierno, 
estamos mejorando lo que podríamos llamar un “embrión”, porque lo cierto es que en este caso no se 
inventa nada sino que se trata de seguir fortaleciendo áreas del Estado que ya habían tenido un 
impulso -como es el caso de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- en su capacidad de analizar la 
información sustantiva y valiosa proveniente de los Ministerios para hacer un monitoreo adecuado, por 
lo menos, de las principales políticas públicas a nivel ministerial. En ese sentido, la incorporación de 
Tecnologías de la Información en aquellas áreas en las que se estará pasando de un nivel de madurez 
al de tecnología e información y hacia otro con fondos concursables a nivel ministerial, es otra de las 
estrategias que más adelante serán desarrolladas cuando se trate el tema de la AGESIC. 


También hay que mencionar la creación de una red de alta velocidad, de una buena 
“carretera” del Estado para trasmitir datos y, sobre esa red, montar sistemas que sean interoperables 
como para avanzar. Hemos obviado algunas de las transparencias que fueron proyectadas en la 


instancia en que el tema fue presentado en la Comisión correspondiente de la Cámara de 
Representantes y que tienen que ver con que el Uruguay, a pesar de tener una muy buena y alta red 
en materia de Tecnologías de la Información, hace un uso muy inadecuado de ellas. Por lo tanto, una 
de las políticas centrales de esta transformación democrática del Estado tiene que ver con hacer un 
mejor uso de las Tecnologías de la Información. 


Siguiendo con el capítulo de recuperación de la Administración Central y estos lineamientos 
muy generales y estratégicos que estoy dando de lo que es la transformación democrática del Estado, 
como lo ha dicho reiteradamente el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, se apunta a 
tener menos funcionarios más capacitados y mejor remunerados. Este es un proceso muy complejo 
que comenzó en el Uruguay en el año 1985 y ha ido avanzando con bemoles, con grises, con sombras 
y con períodos más favorables. De todas formas, como se trata de una política muy compleja que tiene 
una alta sensibilización política y social, se debe ser muy precavido a la hora de desarrollar políticas en 
materia de recursos humanos. Por eso decimos que el hecho de tener menos funcionarios, más 
capacitados y mejor pagados, constituye un proceso que no se puede impulsar de la noche a la 
mañana; se debe arremeter contra él con mucha fuerza y decisión para que se transforme en política 
de Estado, con continuidad y con el más amplio consenso del sistema político. 


De lo que se trata es de fortalecer la carrera funcionarial y, en este sentido, el Sistema 
Integrado de Remuneraciones y Ocupaciones (SIRO) es una de las estrategias fundamentales para 
lograrlo. Sería importante disponer de un sistema de carrera que dé más flexibilidad a la persona, de 
forma tal que ella pueda tener un mejor desarrollo, tanto desde el punto de vista funcionarial como 
remunerativo, como forma de evitar las enormes inequidades que existen en el interior del Estado. 


Si bien este es un proceso gradual, se procura que el funcionario público pueda sentirse 
realizado en su tarea y en las utilidades relacionadas al trabajo. Creemos que el Sistema Integrado de 
Remuneraciones y Ocupaciones amplía las posibilidades y las condiciones para trabajar a todas 
aquellas personas que puedan concursar, ya no sólo dentro de una serie o un subescalafón, como 
sucedía antiguamente. Como decía, se trata de ampliar estas posibilidades de concurso, reagrupando 
subescalafones. Desde este punto de vista, el SIRO constituye una de las estrategias fundamentales. 


Pensamos que la implementación del SIRO tiene que surgir como consecuencia de las 
reestructuras y, si bien a priori existe un trabajo de laboratorio muy importante, su implementación debe 
estar en concordancia absoluta con las reestructuras que se impulsen a nivel ministerial. No puede ser 
que una persona realice un gran esfuerzo trabajando, que las oficinas centrales se aboquen al rediseño 
de perfiles y competencias y que se acceda a un cargo en el nuevo escalafón SIRO, y que luego éste, 
como consecuencia de las reestructuras que se lleven a cabo, se suprima o resulte excedentario. Por 
lo tanto, el SIRO debe estar muy acompasado con las reestructuras y no puede ir antes que ellas. 


En otro orden de cosas, la alta conducción, los compromisos y el salario variable constituyen 
formas de fortalecer la política de recursos humanos en la Administración Pública. Nos parece que la 
alta conducción es un excelente hallazgo del Sistema Integrado de Remuneraciones y Ocupaciones, 
en tanto establece el acceso por concurso. Si bien el Grado 17 forma parte del último escalafón de la 
carrera administrativa, luego de él hay una asignación de funciones que están sujetas al cumplimiento 
de compromisos de gestión, cuya regulación habrá que determinar más adelante. De todas formas, 
creemos que eso se deberá hacer de la manera más objetiva y justa posible, aportando a las jerarquías 
ministeriales la evaluación de los mismos para poder mejorar tanto el rendimiento del funcionariado 
como la gestión de las políticas públicas al interior del Ministerio. Por lo tanto, este Gobierno pretende 
impulsar esta cultura de compromisos de gestión a la mayor cantidad de esferas posible de la 
Administración Pública. 


El salario variable también es una consecuencia lógica de estos compromisos de gestión y 
de esta cultura de evaluación constante y continua. Aquí la “pata” no tiene que ser muy chica, al punto 
tal de que no tenga importancia la bonificación del salario variable sobre el cumplimiento no objetivo, 
pero tampoco debe ser tan grande que haga que ello se considere una pérdida de derechos absolutos 
del funcionario que deja de percibirlo. 


Por lo tanto, creo que estos son fundamentos teóricos y prácticos, muy sólidos, para defender 
las innovaciones institucionales que plantea el Sistema Integrado de Remuneraciones y Ocupaciones, 
así como una especie de alto servicio civil que estaríamos construyendo con un primer “embrión”, que 
es el vinculado con cargos de alta conducción que se detallarán mejor en el articulado del proyecto. 


Con respecto a la parte que refiere a la Creación, Transformación y Supresión de Cargos, 
debo decir que, a mi juicio, el artículo 10 puede considerarse el mejor exponente del objetivo planteado 
en esta materia. Este tema será discutido en su momento pero, básicamente, la idea es que el 
funcionario esté para la función y no la función para el funcionario. Sin duda, esto constituye un intento 
por tener menos funcionarios, más capacitados y mejor pagados, pero no a través de incentivos para 
que se retiren al barrer, porque de esa manera puede ocurrir que se vayan quienes más posibilidades 
tienen de insertarse en el sector privado. 


Desde principios de la década de los noventa, había un estudio del PRONADE, muy bien 
elaborado, en el que se hacía un diagnóstico de la pérdida de recursos humanos que se daba con los 
sistemas de retiros incentivados al barrer. Por consiguiente, el ofrecimiento de retiros incentivados, de 
recapacitación y reasignación de funciones como consecuencia de un análisis muy minucioso de 
perfiles y competencias, a partir de las reestructuras, me parece que es la forma de avanzar en el 
fortalecimiento institucional de la Administración Central. Lo mismo sucede con la adecuación del perfil 
a la función y al cargo -lo que también es consecuencia del artículo que vamos a discutir- y con la 
progresiva equiparación salarial. Como una de las estrategias de la progresiva equiparación salarial, 
debatiremos posteriormente sobre el artículo 13, que es el correspondiente a la mal llamada 
salarización de proventos, es decir, el desenganche de los proventos de las remuneraciones variables. 
Esto también tiene que ver con que se van dejando fijos los proventos y no siempre se van 
desenganchando del resto del funcionariado público, porque aumenta el número de trámites que se 
hace. Tal cosa, sin duda, produce ineficiencia e inequidades enormes en la Administración Pública, y es 
necesario ir subsanándola con mucho criterio y trabajo, porque no se pueden violar los derechos 
adquiridos de los funcionarios públicos y bajar algunos salarios que están muy despegados de otras 
Unidades Ejecutoras que, incluso, se encuentran en el mismo Ministerio. Esta es, obviamente, una 
política progresiva de equiparación salarial. 


Con respecto a la creación de agencias, institutos y empresas, se busca lograr un 
fortalecimiento institucional con los instrumentos caso a caso, y cabe destacar que no existe una sola 
política en esa materia, ya que se requiere un análisis minucioso de cada sector de la Administración 
en que se esté trabajando. Ahora bien, este Gobierno está encarando una transformación del Derecho 
Público, tal como lo ha dicho el doctor Korzeniak, porque en el Uruguay hace falta una modernización 
de esa rama del Derecho. Como todos sabemos, no siempre se resuelven los temas a través del 
pasaje del Derecho Privado, sino que muchos males del sector público pueden solucionarse con un 
estudio y una modernización del propio Derecho Público. Como ejemplo, podemos citar lo que sucede 
con el TOCAF, que merece ser revisado a fin de adecuar normas a situaciones tales como las de las 
empresas públicas en régimen de competencia, contrataciones y adquisiciones, donde los plazos que 
el Estado se da son enormes y, por lo tanto, encarecen las compras estatales y hacen que las 
adquisiciones no resulten todo lo eficientes que se podría desear. 


Con relación a la política de recursos humanos, hay una doctrina que el Gobierno y la Oficina 
Nacional del Servicio Civil vienen apoyando, que apunta a que para las funciones permanentes los 
cargos sean presupuestados y también permanentes, pero que para aquellas funciones de naturaleza 
transitoria se recurra a normas jurídicas establecidas en nuestro Derecho Administrativo, que permiten 
realizar contrataciones no permanentes. Podemos citar algunas de Derecho Privado, tales como los 
contratos de arrendamiento y servicios y vale recordar que aún persisten los contratos a término, 
aunque nuestra intención es eliminarlos a medida que vayan haciéndose efectivas las reestructuras. 


Las directivas sobre salarios variables no solamente las damos a nivel de la Administración 
Central, ya que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ha enviado un instructivo a las empresas 
públicas en ese sentido, en el entendido de eliminar la mal llamada productividad. En realidad, las 
productividades que estaban pagando las empresas públicas no obedecían a ningún criterio racional ni 
a resultados globales de las mismas empresas, como así tampoco a resultados de indicadores 
sectoriales con cuadros de mando integral ni a rendimientos individuales de los funcionarios. 


Por lo tanto, reitero, hemos dado un instructivo con un plazo amplio -alrededor de tres 
años- a fin de que las empresas vayan poniéndose a tono con el pago de salario, variable que en el 
monto total de dichas empresas no puede exceder el 10%, más allá de que, individualmente, sí puede 
llegarse a un pago de hasta un 15% o 20% en determinadas jerarquías, siempre que estén atados a la 
reestructura y a una confección de indicadores que combine estos distintos criterios de resultados 
globales de la empresa, indicadores sectoriales e indicadores individuales. Creemos que se trata de 
una cultura de evaluación que queremos instaurar con el funcionariado público. 


Vale destacar que si bien la población tiene un malestar muy fuerte con la eficiencia y la 
gestión de los funcionarios públicos, estos también la manifiestan a propósito de la Administración 
Pública en tanto no se sienten adecuadamente evaluados. Entonces, aquellos que trabajan, aportan 
todo lo que tienen de sí y han estado capacitándose permanentemente, no son reconocidos como es 
debido, cayendo en la misma bolsa que los demás. Sin duda, esto sucede por falta de evaluaciones 
adecuadas y, fundamentalmente, por carencia de sistemas de información. El tema de las 
evaluaciones, de los salarios variables y del compromiso de gestión está muy atado a las reestructuras 
que estamos llevando adelante a nivel de empresas públicas y de los Ministerios, a través de las 
unidades de planificación, monitoreo y gestión del cambio. 


Finalmente, en cuanto al acceso a los derechos del ciudadano y el cumplimiento de los 
deberes, debo decir que tiene que ver con premisas de desburocratizar y desconcentrar, a través de un 
Estado digital, con portales, expediente electrónico, interoperabilidad, reingenierías, trazabilidad, 
etcétera. Debemos reconocer que no hablamos de políticas fundacionales porque ya hay antecedentes 
de otros gobiernos que han dado impulso a los expedientes electrónicos. 


Sin embargo, la creación de la AGESIC marca un punto de inflexión institucional muy 
importante, dado que ahora contamos con un organismo rector que está pensando en este tipo de 
políticas. Además, con una muy estrecha colaboración con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
esto redundará en una desconcentración administrativa de trámites hacia el ciudadano del interior del 
país, sobre todo en las pequeñas localidades. Es así que, institucionalmente, esto se manifiesta a 
través de la creación de los Centros de Atención al Ciudadano y de la confección de una agenda 
digital. Al respecto, ya he citado la red interadministrativa de alta velocidad y la plataforma de Gobierno 
Electrónico. 


Quizás, pueda ser muy fácil enunciar esto del “Gobierno Electrónico” pero, en realidad, es casi 
como un Plan Ceibal más y para implementarlo hay que hacer un estudio muy fuerte de los procesos 
de trabajo en cada lugar y capacitar a las personas dotándolas, también, de las herramientas 
materiales necesarias. Entonces, para el desarrollo del portal del Gobierno Electrónico son 
fundamentales los Centros de Atención al Ciudadano y para ello debemos contar con una guía 
amigable de atención al usuario para que, a través de puestos de autoconsulta, de algún 0800 o 
ingresando en la red, el ciudadano pueda conocer cuáles son los trámites que necesita para desarrollar 
un proceso administrativo. 


Por otra parte, también se necesita una unidad contra accidentes, una Unidad de Seguridad 
Informática. Afortunadamente, el Senado aprobó por unanimidad la Ley de Protección de Datos 
Personales y también -no sé si está en discusión o ya se votó- la Ley de Acceso a la Información 
Pública, lo que es muy bueno para todo el sistema político uruguayo. Estas leyes son paquetes 
indispensables para el tema que nosotros denominamos -así como también el sistema político 
uruguayo- “transparencia hacia la ciudadanía” y “acercamiento”, porque un Estado que no tiene 
capacidad o normas legales para informar a la ciudadanía sobre los trámites, procesos, datos y 
estadísticas, realmente no está abierto a ella. Entonces, contar con una norma legal que ampare a 
unos y otros -este proceso de dotar de capacidad para poder brindar información adecuada así como 
los resguardos normativos, es un proceso de construcción lento- también es parte de la estrategia de la 
Agenda Digital. 


Finalmente podrán ver que en la presentación del Power Point que está a la vista, figuran los 
servicios que están brindando los Centros de Atención al Ciudadano. Allí distinguimos tres áreas de la 
Administración Central, Uruguay Ciudadano, Uruguay Local y las Empresas Públicas, brindando 
servicios de pago. Tenemos que pensar que estos servicios están en lugares del interior del país donde 
ni siquiera hay acceso a cajeros automáticos, por lo que esto significa que se podrían pagar las tarifas 
públicas a través de un Centro de Atención al Ciudadano y, además, brindar una serie de trámites, en 
los que estamos trabajando fuertemente en los Ministerios, así como también a nivel de las 
Intendencias pertenecientes a todos los partidos políticos, como forma de desconcentrar algunos 
trámites ubicándolos en dichos centros. 


Los esfuerzos en reingeniería de procesos -tal como lo demuestra el “Certificado de Nacido 
Vivo”- no son fáciles de hacer, porque hay todo un sistema de traspaso de datos de un organismo a 
otro, donde no existe la cultura de compartir datos. Quiero resaltar que el ingeniero Clastornik siempre 
alude a que, en vez de “rompiendo chacras”, deberíamos ir “uniendo silos”, es decir, dar la imagen de 
transversalizar la información pública entre los distintos organismos del Estado, así como también 


poder hacer una reingeniería de procesos para informatizar estos servicios, lo que no es nada sencillo 
porque se están afectando estructuras de poder al interior de los aparatos estatales. 


Esta es la presentación que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto quería hacer y, si el 
señor Presidente y los señores Senadores están de acuerdo, podríamos pasar a la discusión de los 
artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone, de conformidad con el Mensaje del Poder Ejecutivo y con lo 
aprobado por la Cámara de Representantes, comenzar con la Sección ll, relativa a los Funcionarios, en 
donde figuran, artículo por artículo, los temas que ha planteado el señor Subdirector de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. 


En consecuencia, el texto que corresponde considerar es el que ha venido de la Cámara de 
Representantes, comenzando por el artículo 3". 


Por tanto, está a consideración el artículo 3% de la Rendición de Cuentas, Sección ll, 
“Funcionarios”. 


SEÑOR HEBER.- En cuanto a la metodología que vamos a utilizar, creo que sería importante escuchar 
al Poder Ejecutivo para que nos comente el sentido de dicho artículo y haríamos las preguntas 
correspondientes, si es que tenemos dudas. Creo que ésta sería la mejor forma de ordenar el trabajo, 
puesto que ya hemos escuchado acerca del aspecto general a través de una buena exposición que 
contó con el Power Point correspondiente. 


SEÑOR RAMOS.- De ser así, solicitaría que se cediera el uso de la palabra a la señora Menéndez, a 
los efectos de que explique los artículos referidos a los funcionarios. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- A través del artículo 3? del proyecto de ley, se pretende dar una definición legal 
a dos tipos de vínculos que unen normalmente a personas que, si bien no son funcionarios públicos, sí 
trabajan para el Estado. De esta manera, y de acuerdo con la doctrina y la jurisprudencia, se brinda la 
posibilidad de que el Estado celebre contratos de arrendamiento de servicios con personas que no 
sean funcionarios. Así, se define qué es arrendamiento de servicios y qué arrendamiento de obras. 
Este último ya ha sido reconocido a texto expreso por leyes anteriores, como por ejemplo, la Ley de 
Funcionarios Públicos del año 1990. Sin embargo, si bien el arrendamiento de servicios está recogido 
implícitamente en figuras como los contratos a término u otro tipo de vinculaciones- no se encuentra 
definido por un texto legal expreso. 


Entonces, el artículo proyectado tiene por objeto que ese tipo de figuras quede perfectamente 
definido ya que la idea de la Oficina Nacional del Servicio Civil es que la vinculación con el Estado de la 
persona que trabaja para él, sea a través de cargos presupuestados y conforme a la carrera funcional. 
Esto no implica desconocer el hecho de que existen necesidades transitorias y excepcionales que a 
veces no pueden ser cubiertas por los funcionarios, sobre todo por su transitoriedad; por ello, se admite 
la celebración de estos dos tipos de contratos. 


En definitiva, a través de esta disposición simplemente se recoge la definición que esta forma 
contractual tiene ya en el Código Civil, trasladándola al Derecho Público. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto la definición sobre los contratos de arrendamiento de obra y de 
arrendamiento de servicios establecida en este artículo 3% me parece que es una buena definición y 
que, además, se ajusta a los textos legales vigentes. Sin embargo, no comparto el inciso final de la 
disposición, en tanto determina que estas modalidades contractuales en ningún caso otorgan la calidad 
de funcionario público. Creo que hay antecedentes en el sentido contrario. Entonces, quizás lo lógico 
sería señalar que esta modalidad contractual, de por sí, no otorga la calidad de funcionario público, lo 
que no quiere decir que no pueda existir un funcionario público en régimen de arrendamiento de 
servicios. 


En todo caso, pienso que es a ese objetivo al que se apuntó, al traer a consideración un 
artículo de estas características. Así, pues, habría que modificar la redacción de manera de dejar en 
claro que el solo hecho de que el contratado haya celebrado un contrato de arrendamiento de obra o 
un contrato de arrendamiento de servicios con la Administración Pública, no significa que adquiera la 


calidad de funcionario público. Por lo tanto, cambiaría la redacción del inciso final en el sentido que 
acabo de indicar, si es que se ajusta a los propósitos que animaron a los integrantes de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil a traer este texto a consideración del Parlamento. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Coincidimos con lo que acaba de expresar el señor Senador Gallinal. Ocurre 
que entendimos que con la frase establecida quedaba claramente expresada la idea de que, por el solo 
hecho de tener un contrato de arrendamiento de servicios o un contrato de arrendamiento de obra, la 
persona no se convertía en funcionario público. Esto, sin perjuicio de que quien ya hubiera adquirido la 
calidad de funcionario público por haberse incorporado al Estado como tal, pudiera o no -según lo 
permita la ley- tener un contrato de arrendamiento de obra o de servicios. Evidentemente, son cosas 
diferentes. De cualquier manera, no tenemos inconveniente en modificar la redacción a los efectos de 
que esta idea quede establecida con más claridad, si es que resulta oscura. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, cuando ingresemos en la discusión particular y en la eventual 
aprobación de los artículos, cambiaremos la redacción de la disposición, de acuerdo con lo que hemos 
señalado. 


En realidad, no es que el texto del inciso final resulte oscuro; es clarísimo, pero me parece que 
no es el propósito que se persigue ya que se está excluyendo una posibilidad que no debería ser 
excluida. Entonces, entiendo que el texto debería expresar: “Las modalidades contractuales definidas 
por el presente artículo de por sí no otorgan la calidad de funcionario público”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión me permite, voy a dar mi opinión sobre el tema. 


De acuerdo con mi experiencia en esta Casa y en el Poder Ejecutivo, pienso que el objetivo 
principal que se persigue con el último inciso del artículo 3 es que el solo hecho de tener un contrato 
de arrendamiento de servicios con el Poder Ejecutivo no convierte a una persona en funcionario 
público. Esto es esencial y lo otro es una excepción que se puede plantear, es decir, la de un 
funcionario público que en determinado momento, y por las características que tiene o por los 
conocimientos especiales que adquirió, es requerido para tener un contrato de arrendamiento de 
servicios en otro lugar que aquel donde presta servicios como funcionario público. Por supuesto que si 
se tratara de su puesto de trabajo no tendría sentido; por lo tanto, la idea es cumplir la labor en otro 
lugar. Por lo tanto, creo que este es el objetivo central: que el solo hecho de tener un contrato de 
arrendamiento de servicios no otorga la calidad de funcionario público. 


Quería decir esto porque no es la primera, sino la décima vez que discutimos este tema en la 
Cámara de Senadores y en la Cámara de Representantes. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- La intención del Poder Ejecutivo con respecto a esta propuesta de artículo 
es clara: ha puesto el énfasis en que el arrendamiento de servicios solamente podrá ser utilizado por la 
Administración -como dice el literal B) del artículo 3%- por un tiempo determinado. El inciso final del 
artículo establece que en ningún caso se otorga la calidad de funcionario público porque, justamente, 
a diferencia de lo que es la prestación de un servicio permanente -como ya lo anunció el Subdirector 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto- la opción en la transformación democrática del Estado 
que adoptamos fue, en primer lugar, reconocer la figura del arrendamiento de servicios suscrito por la 
Administración -figura que no era reconocida previamente en una norma específica- y, en segundo 
término, reservarla para tareas transitorias o temporarias, cosa que no ocurre con la calidad de 
funcionario público, que solamente estaría reservada para las tareas de carácter permanente. 


Si bien la aclaración del señor Senador Gallinal puede ser compartida, en realidad no pone el 
énfasis en lo que queremos destacar: que solamente se puede utilizar la figura del arrendamiento de 
servicio para aquellas situaciones de tiempo determinado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, pasaríamos a la consideración del artículo 4*. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 4% modifica las normas existentes con respecto a becarios y 
pasantes, estableciendo diferencias; hasta el momento sólo las había en cuanto al régimen horario y 
no al remunerativo. Por ello, el becario con menos preparación y menos horas de trabajo tenía un tope 
salarial igual al del pasante, que está definido como quien ya ha culminado la carrera universitaria y 
está haciendo su primera experiencia laboral. 


Entonces, este artículo pretende marcar la diferencia entre un becario y un pasante, 
estableciéndole al primero un régimen de 30 horas semanales y una remuneración de cuatro Bases de 
Prestaciones y Contribuciones y, al pasante un régimen de 40 horas semanales y una retribución de 
siete Bases de Prestaciones y Contribuciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, corresponde pasar a 
considerar el artículo 5*. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 5% simplemente establece con qué créditos pueden contar las 
unidades ejecutoras para financiar sus reestructuras. En concreto, estos son los créditos vigentes para 
contratos a término, las vacantes de cargos presupuestados para funciones contratadas permanentes y 
los créditos disponibles de alta especialización no utilizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay ninguna observación, corresponde considerar el artículo 6. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 6% modifica el artículo 43 de la Ley N* 18.046, rehabilitando 
de alguna manera los créditos suprimidos por esta disposición. Concretamente, el artículo 43 de la Ley 
N“ 18.046 refiere a la presupuestación de los funcionarios que tenían contratos de función pública 
permanente en la Administración Central. Por otra parte, establecía que los créditos correspondientes a 
vacantes de funciones contratadas -es decir, funciones contratadas no ocupadas- se suprimían. La 
disposición que estamos tratando lo que hace es habilitar esos créditos a los efectos de que puedan 
ser utilizados también en las reestructuras de puestos de trabajo, de forma de juntar de todos los 
créditos posibles dinero para que las reestructuras puedan realizarse conforme al propósito de las 
unidades ejecutoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos ahora al artículo 7. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Una vez que las unidades ejecutoras hayan logrado aprobar las estructuras 
de puestos de trabajo conforme a sus necesidades funcionales, entendemos necesario derogar los 
artículos 15 y 16 de la Ley  N* 18.172. En concreto, el artículo 15 refiere a la supresión de vacantes y 
el 16 a sus excepciones. Las razones por las que se llegó a esto fueron dos: en primer lugar, cada vez 
es más larga la lista de excepciones a la supresión de vacantes; y, en segundo término -tal vez sea la 
primera razón en orden de importancia- una vez adecuada la estructura ideal de puestos de trabajo a 
una unidad, el hecho de que fuera imperioso suprimir determinadas vacantes podría eventualmente 
desarmarla. Al eliminar las vacantes, con este artículo se logra o bien proveerla, si se sigue 
considerando necesaria, o bien utilizar su crédito, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
anteriores, para volver a reestructurar la unidad. 


SEÑOR GALLINAL.- Veo que en este capítulo de “Normas Generales”, que figura en la Sección ll, 
“Funcionarios”, en algunos artículos se establece que la norma entra en vigencia a partir de la 
promulgación de la ley y en otros no. Quisiera saber a qué obedece que se agregue ese inciso final en 
algunas de las disposiciones, y en otras no. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El objetivo de darle vigencia a esos artículos a partir de la promulgación de la 
ley es porque hay reestructuras de puestos organizacionales y de puestos de trabajo que ya están 
estudiadas por la Oficina y están en marcha y, de esa forma, su concreción sería más rápida. 


SEÑOR HEBER.- Nos parece extraño que el propio Poder Ejecutivo derogue dos artículos de una ley 
que todavía no tiene un año de sancionada. Se argumenta que es en función de una necesidad, pero 
se supone que esa necesidad podía haber sido prevista cuando se propuso la ley, sin tener ahora que 
proceder a la derogación de estos artículos que incentivan los ascensos, eliminan las vacantes del 
último grado, y en caso de no efectuarse los ascensos, eliminan las vacantes donde se encuentran. 


Quiero señalar que coincido más con estas disposiciones. La justificación que se da es que 
quizás se necesitan las vacantes que se eliminan. Personalmente, creo que es una norma de buena 
administración tener la posibilidad de incentivar los ascensos, de que haya movilidad en la carrera 
funcional y de eliminar las vacantes en el último grado. Además, si la propia administración no efectúa 
los ascensos, es porque entiende que no necesita una vacante donde ésta se encuentra. 


El hecho es que la Oficina aduce que esto le ha generado una distorsión en las reestructuras. 
Los artículos anteriores buscaban volver a financiar las reestructuras con cargos vacantes y con cargos 
no presupuestados. Me gustaría saber si en función de lo que dice este artículo, la reestructura va a 
terminar por generar ascensos y no se va a ahorrar. O sea, ¿no va a haber ahorros para financiarla? 
Pregunto esto porque, en definitiva, si derogamos los artículos 15 y 16 no se ahorrarían vacantes. No 
sé si podremos tener una mayor justificación del artículo en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de lo que he visto mientras estuve en el Poder Ejecutivo, me surge 
una duda que me gustaría se me aclarara. 


Me parece que la situación es la siguiente: al promoverse o ponerse en práctica el artículo que 
habilitaba los ascensos y la jubilación de gente que estaba en determinadas condiciones, se produjo 
una carencia de gente joven para acceder a determinados lugares y, por lo tanto, hay que proveer esos 
cargos. Entonces, lo que se está habilitando acá es la provisión de esas vacantes, que hasta ahora no 
se podía hacer por la vigencia de esas normas. Creo que esta disposición apela a rejuvenecer el 
elenco de funcionarios, que es lo que se ha dicho y reiterado en muchas oportunidades -creo que con 
justicia- tal como señalaba también el Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Me 
parece que ahí está el quid de la cuestión. De allí que también se diga que “la presente norma entrará 
en vigencia a partir de la promulgación de la presente ley”; lo que se pretende es empezar ya y no 
esperar un año. Esa es mi interpretación. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Antes que nada, quiero aclarar que no se trata de derogar disposiciones de 
una ley que tiene menos de un año de vigencia, sino que lo que se propone es derogar los artículos 15 
y 16 de la Ley N* 18.172, los que, a su vez, modificaban leyes que habían modificado otras. Por tanto, 
puede decirse que la supresión de vacantes y sus excepciones tienen bastante más de diez años de 
antigúedad. Es decir que no es una norma inventada o creada en la Rendición de Cuentas pasada y 
modificada ahora. Lo que se ha entendido como fundamental es que una vez que se aprueben 
determinadas estructuras ideales de puestos de trabajo, no se pierdan por la supresión de las referidas 
vacantes. La experiencia nos ha indicado que, aunque no parezca real, es así: el llenado de una 
vacante puede llevar un tiempo demasiado largo. Por ello, en la Rendición de Cuentas anterior se trató 
de establecer cuándo no se perdían las vacantes y que no se perdían si se habían iniciado los 
procedimientos tendientes a su designación. 


No sé si por omisión, lentitud o por la forma de actuar de la Administración, a veces no se 
producen y se pierden vacantes que realmente son necesarias en una estructura de puestos de trabajo 
de la Administración, sobre todo -como decía el señor Presidente- cuando por un régimen de 
designaciones o de prohibición de ingresos, existe una serie de pérdidas en cargos a llenar por gente 
nueva que, de alguna manera, permita hacer funcionar la Administración. La idea es mantener esas 
vacantes porque se considera que si son necesarias, se proveerán a través del régimen de ascensos, 
y si no lo son, pueden servir para las reestructuras de puestos de trabajo. 


Cabe agregar que, en su mayoría, las actuales reestructuras de puestos de trabajo tienen más 
de diez años de formuladas y, por tanto, necesitan una renovación. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera hacer algunas preguntas dirigidas a la Subdirectora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil. 


En primer lugar, quisiera saber cuántas vacantes hoy existen en el Estado; en segundo 
término, cuántas de estas reestructuras organizativas que se están mencionando las están llevando 
adelante los diferentes Incisos del Poder Ejecutivo y en qué grado de avance se encuentran, y, en 
tercer lugar, desearía consultar si el ingreso de los funcionarios que aquí se prevé para el llenado de 
vacantes, lo haría en calidad de presupuestados o de contratados. Esto está relacionado con lo que el 
Poder Ejecutivo ha sostenido sobre la necesidad de disminuir la plantilla de funcionarios 
presupuestados para que, de esa manera, exista más movilidad y se pueda prescindir de los servicios 
de esos funcionarios con mayor celeridad, en caso de que no fueran necesarios. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- La primera pregunta que formuló el señor Senador Penadés tiene que ver 
con cuántas vacantes existen actualmente en el Estado, pero esa información no la recordamos. De 
todos modos, los señores Senadores saben que la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene un sistema 
de registro que acabamos de actualizar con la totalidad de los vínculos -no específicamente el número 
de funcionarios- con el Estado. A partir de fines de julio vamos a publicitar la información completa que 
tenemos respecto al año 2007, en función de lo que nos remite cada Inciso. Por tanto, vamos a 


informar sobre la cantidad de vínculos que existen con el Estado y cuál sería la situación en cada uno 
de los Ministerios o reparticiones de la Administración. Por supuesto que la información actualizada 
sobre el total de vínculos con el Estado será puesta a disposición de la Mesa y de los señores 
Senadores. 


SEÑOR PENADÉS.- Me permito interrumpir a la señora Subdirectora para corroborar si efectivamente 
la Oficina Nacional del Servicio Civil no puede proveernos el número de la cantidad de vacantes que 
tiene el Estado al día de hoy. De ser así, solicitaríamos que nos hiciera llegar esa información a la 
brevedad, porque una cosa es el número de vacantes y otra el número de funcionarios. Quiero saber 
cuántas son las vacantes que existen, porque la cantidad de funcionarios ya fue mencionada por el 
señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en su presentación. El número de 
vacantes guarda relación con la magnitud de lo que estamos hablando, que podría ser el ingreso de 
funcionarios públicos una vez que se sancione la norma. Por lo tanto, agradeceríamos mucho a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil que cuando posea esa información no las haga llegar. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Haré dos aclaraciones. 


En primer lugar, dije que no recordaba de memoria la información. En segundo término, se 
plantea que la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene a disposición la información que le remite cada 
uno de los Incisos, datos que, como dijimos, haremos llegar a la Mesa y a cada uno de los señores 
Senadores. 


Por otra parte, la información más detallada con respecto a las vacantes puede ser brindada 
con mayor detalle por la Contaduría General de la Nación, porque es la que la lleva de manera 
actualizada por razones de costo o de financiamiento de dichas vacantes. 


Otra puntualización que me gustaría hacer sobre por qué en esta disposición se plantea la 
derogación de los artículos 15 y 16 -como bien señalaba la señora Directora de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil- es la siguiente. Se parte de la base de que no siempre es posible, en el plazo de un año 
que señala el artículo 15, proveer esas vacantes. Normalmente, todos los que han formado parte del 
Poder Ejecutivo sabemos que es una necesidad mantenerlas para garantizar la carrera y, en caso de 
que no fueran necesarias, utilizar el crédito a los efectos de poner en práctica la reestructura. Sin 
embargo, la derogación de los artículos 15 y 16 tiene muchos más fundamentos, lo que se desprende 
de la lectura del artículo 16 de la Ley N* 18.172, es decir, la norma anterior. Prácticamente, son 
las excepciones más numerosas a la regla y eso fue lo que inspiró a dejar sin efecto ambos artículos. 


Con respecto a la segunda pregunta formulada por el señor Senador Penadés sobre cuántas 
son las reestructuras en las que hemos avanzado, como se ha señalado en varias oportunidades, 
hemos venido trabajando, antes que nada, en el escalafón de alta conducción prácticamente con todos 
los Incisos de la Administración Central. Esto es así porque la carrera se crea hasta el Grado 17 y 
luego se sustituyen cargos por las funciones 18, 19 y 20. Estos cargos fueron creados en toda la 
Administración. Por su parte, en las reestructuras de puestos de trabajo que llegan a la plantilla 
completa de la Administración, venimos trabajando intensamente con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente -que es el que ha trabajado de manera más profunda su 
reestructura organizativa- y con algunas unidades ejecutoras en particular. Como bien señalaba el 
Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, ello se ha hecho en algunas unidades del 
Ministerio de Salud Pública -como, por ejemplo, en la DIGESA- del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de la Auditoría Interna de la Nación y de la propia 
Oficina Nacional del Servicio Civil, que también entendía que, a los efectos de actuar como ejemplo de 
lo que son estos procesos, debía pasar por un proceso de reestructura. 


En cuanto a la última pregunta, es decir, a la forma de ingreso a la función, si está planteada 
desde la figura de la presupuestación o por contrato de función pública, hay que decir que está previsto 
expresamente en el artículo 12, que será objeto de análisis en este proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas. Ha sido planteado que el ingreso a la Administración se realice por la vía del contrato de 
función pública y, al año, si el funcionario es correcta y favorablemente evaluado, tiene la posibilidad de 
ser presupuestado. O sea que ingresa como contrato de función pública y al año puede cambiar su 
vínculo contractual. 


SEÑOR PENADÉS.- Agradecería mucho que en los días durante los cuales estamos abocados al 
análisis del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, los representantes de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil nos hicieran llegar la información acerca de cuáles son las Unidades que están llevando 


adelante la reestructura propuesta por el Poder Ejecutivo, así como el grado de avance de cada una de 
ellas. 


Por otra parte, como la señora Subdirectora de la Oficina Nacional del Servicio Civil ha dicho 
que la Contaduría General de la Nación estaría en condiciones de brindarnos información sobre la 
cantidad de vacantes que hay a nivel del Poder Ejecutivo, estando presente en este ámbito una 
delegación de ese organismo, solicitaría que nos hicieran llegar esos datos a la brevedad, si es que no 
disponen de ella en el día de hoy. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente y distinguidos visitantes: este tema de los funcionarios públicos ha 
generado discusión de orden político en el Senado de la República. Personalmente me he quejado, 
tanto a nivel político como públicamente, de que la página web de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
no esté actualizada al punto de saber con exactitud cuántos ingresos se han registrado. Este aspecto 
ha sido puesto en duda por la señora Senadora Xavier -que, lamentablemente, no se encuentra en 
Sala- quien en el Plenario manifestó que se podía ingresar a esa página; efectivamente, ello es así, 
pero no es posible acceder a la información acerca de cuántos ingresos ha habido en la 
Administración. No hemos podido conocer esos datos de manera directa, como debería poder hacerlo 
cualquier ciudadano de la República. 


La señora Senadora Xavier nos dijo que ingresaron no más de cinco mil funcionarios. Muy 
bien; pero a pesar de la respuesta que nos dio -que supongo estaba en contacto telefónico con los 
representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil- igualmente nosotros hicimos un pedido de 
informes. Los representantes del organismo están en conocimiento de ello, porque me lo contestaron y 
en este momento tengo esa información en mi poder. Realmente, el número no es de cinco mil, sino de 
once mil novecientos -casi doce mil- funcionarios, que fue lo que yo dije en Sala. Seguramente todos 
recordarán que expresé que desde el año 2005 hasta ahora, el número de funcionarios se había 
incrementado en doce mil; era lo que calculábamos. 


Ahora bien, el contador Conrado Ramos -según pude registrar de las cifras que nos dio en el 
día de hoy- nos dice que no son 216.000 funcionarios, sino 218.000. Obviamente, esto tiene alguna 
diferencia con el informe de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en el que figura la cifra total de 
216.000. El contador Ramos, Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, nos dice que 
hay 2.000 personas más, o sea, 218.000. 


En respuesta a nuestro pedido de informes, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos 
contesta que no son ellos quienes nos pueden brindar esa información sobre las nuevas contrataciones 
e ingresos al Estado. Así consta en un papel que nos fue remitido por la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. 


Todo el mundo sabe -incluidos, por supuesto, los jerarcas- que los presupuestos de las 
empresas públicas no pasan por nuestras manos; pero hemos tenido oportunidad de conocer que se 
ha realizado un llamado para acceder a la función pública tanto en el Banco de la República Oriental 
del Uruguay como en el Banco de Seguros del Estado y, además, se han estatizado servicios que 
brindaban empresas privadas a algunas empresas públicas. 


Como Legisladores, además de convocar a los señores Ministros -quienes muchas 
veces se nos ponen quejosos porque los llamamos muy seguido al Senado- el único vínculo que 
podemos tener con las empresas públicas a efectos de saber cuántos nuevos ingresos ha habido en el 
Estado -independientemente de la Administración Central y de los Gobiernos Municipales, porque 
allí estaríamos entrando en otro terreno- es por intermedio de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Necesitamos disponer de esa información. Queremos saber, por ejemplo, si entraron 
cincuenta, sesenta o cien funcionarios en el sector de la banca, pues según lo que leímos en el diario, 
el llamado era para eso. En definitiva, no sé si el ingreso se concretó o no, si las personas pasaron las 
calificaciones. 


De parte de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto se nos dice que la que nos debe dar 
esa información es la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero creo que la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto perfectamente nos puede decir -porque, reitero, el presupuesto no pasa por nuestras 
manos- cuál fue el ingreso registrado. Simplemente eso. Aclaro que planteo esto a modo de 
comentario. 


A esto, se agrega ahora la pregunta del señor Senador Penadés, cuya idea comparto, porque 
considero muy importante saber cuántos funcionarios son en realidad. ¿Son 216.000 ó 218.000? ¿Han 
entrado 12.000 ó 14.000? Se nos dice que se ha presupuestado a muchos que mantenían una relación 
de becarios o de contrato, pero el número de becarios se mantiene. Entonces, pregunto: ¿hubo nuevas 
contrataciones? Porque si se le da la oportunidad de lograr la presupuestación a gente que tiene una 
situación de contrato a término o permanente, o se regulariza por medio de contratos a gente becaria, 
pero todavía se mantiene un total de 11.000 becarios, entonces debemos pensar que se tomó más 
gente. Aclaro que no estoy en contra de que se regularice a personas que después de estar durante 
muchos años en la Administración necesitan ciertas seguridades, como cualquier trabajador de nuestro 
país; pero entonces que se diga claramente que se tomó a más gente. Eso queda probado porque la 
cifra de becarios se ha mantenido igual. 


Sin duda, este tema nos genera una gran confusión y nos sentimos en un laberinto cuya 
salida no podemos encontrar. Creo que este es un complemento a la pregunta del señor Senador 
Penadés acerca de cuántas vacantes y cuántas reestructuras se están haciendo. En realidad, 
queremos poder evaluar si lo que estamos dando a la Administración a través de estos artículos 
alcanza, sobra o falta. No hay que olvidar que a veces son necesarias las reestructuras y a veces no. 


Quería comentar esto porque, reitero, no tenemos acceso a la página web. En el Plenario se 
nos dio una cifra, que ahora se cambia por otra que representa el doble, y lo que se afirma no coincide 
con lo que ha dicho el señor Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Entonces, sin 
duda, estamos en una situación de caos de información que no nos permite encontrar la forma de 
abordar este tema. 


SEÑOR RAMOS.- Simplemente quiero establecer un compromiso en el sentido de entregar a los 
señores Senadores las cifras definitivas que están a nuestro alcance. Por mi parte, comprometo a la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto -cabe recordar que los presupuestos de esas empresas los 
manejamos nosotros- a trabajar junto con la Oficina Nacional del Servicio Civil y su registro en lo que 
refiere a empresas públicas, a fin de poder brindar cifras exactas y actualizadas. 


En cuanto a las transparencias que mostré hoy -que son las mismas que ha manejado el 
profesor Rubio en otras exposiciones- quiero destacar que nuestra intención era mostrar la estabilidad 
histórica -permitanme utilizar ese término- con respecto a lo que ha pasado desde 1985 a esta fecha. 
Si se toma en cuenta a los 11.000 destituidos que fueron restituidos a sus cargos en 1985, se ve que 
hubo una disminución en el número de funcionarios públicos, aunque el total se ha mantenido en 
términos relativamente estables hasta ahora. 


En cuanto a las cifras, debo reiterar que los funcionarios son 218.000, pero si hablamos de 
cargos ocupados, ese número se eleva a 234.000. Incluso, ese dato es de principio de julio de este 
año, cuando todavía no se había terminado con el registro del año 2007. De cualquier modo, esa es la 
información que la Oficina Nacional del Servicio Civil preparó para ustedes y para nosotros. 


Quería aclarar que nuestra intención era dar un paneo histórico, más allá de que la 
transparencia que manejó el profesor Rubio y que hoy expuse ante la Comisión está seis meses 
desactualizada. Reitero que desde ya comprometo a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, junto 
con la Oficina Nacional del Servicio Civil, a dar las cifras exactas. En cualquier caso, estamos hablando 
de alrededor de 12.000 presupuestaciones en la Administración Pública -aunque estas cifras también 
debemos manejarlas con exactitud- y podemos decir que un 60% representa regularizaciones de 
contratos que estaban desvirtuados, a lo que ya se refirió el señor Senador. Esto se hizo al amparo del 
artículo 7%, a través de paritarias, regularizándose situaciones de contratos de función pública 
provisorios hasta tanto se hiciera una evaluación, quedando así presupuestados definitivamente. 


En resumen, a enero de este año estaríamos hablando de aproximadamente cinco mil 
incorporaciones nuevas, sin tener en cuenta las regularizaciones. En términos históricos, habiendo 
estado cerrado el ingreso a la función pública por más de dos décadas y media, queríamos demostrar 
la racionalidad con que este Gobierno reinstauró el ingreso meritocrático a la función pública, a la vez 
que regularizó situaciones que estaban desvirtuadas. 


No obstante lo manifestado, coincido en cuanto a que debemos manejar cifras con la mayor 
exactitud posible. Nosotros teníamos un sistema SR, que luego, a través del SGH -disculpen las siglas, 
pero son los nombres que se dan al sistema de gerencia de recursos humanos- había dejado de 
cargarse. Es así que mientras que uno se estaba mejorando, el otro se había dejado de usar, por lo 


que tuvimos un gap de información en ese período, que ahora estamos tratando de subsanar. 
Reconozco que, quizás, no sea una explicación absolutamente convincente, pero es lo que sucedió. 


Reitero nuestro compromiso en el sentido de que, durante el transcurso de esta discusión, 
afinaremos y brindaremos esas cifras. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En primer lugar, deseo aclarar que los datos con los cuales cuenta la Oficina 
Nacional del Servicio Civil son los que envían los organismos. Digo esto para que se entienda que, en 
ocasiones, no toda la culpa es de nuestra Oficina, en tanto los organismos permanecen omisos en 
mandar la información. 


La Ley N* 18.042, de Rendición de Cuentas, aprobó el artículo 42, de acuerdo con el cual la 
Oficina tiene la obligación de incluir anualmente en la Rendición de Cuentas o en el Presupuesto - 
según corresponda- el número de altas y bajas producidas en la plantilla de personal de los diferentes 
organismos estatales y la información de la totalidad de las contrataciones realizadas durante el año, 
discriminadas según el organismo contratante, el tipo de contrato, el mecanismo de selección utilizado 
y la aclaración de si se trata de renovaciones o de nuevas contrataciones. Contamos con esta 
información -que vamos a alcanzar a la Mesa para que la haga llegar a los señores Senadores- y 
aclaro que, por falta de experiencia, no supimos en qué momento teníamos que hacerla llegar. Me 
acota la señora Subdirectora que esta información no la entregamos antes porque algunas 
Intendencias y algunos entes recién nos la acaban de remitir. 


SEÑOR RAMOS.- Creo que es pertinente hacer algunas aclaraciones más respecto del tema de las 
reestructuras, debido a la intervención del señor Senador Penadés. 


SEÑOR FILGUEIRAS.- Voy a responder a la consulta efectuada por los señores Senadores sobre 
cuáles son las reestructuras que están en curso, cuál es el nivel de avance que tienen, si el hecho de 
no suprimir las vacantes no genera ahorros y, por ende, si estas reestructuras generan o no ahorros. 


Las reestructuras ya fueron mencionadas: son el conjunto de artículos que los señores 
Senadores tienen en su poder y que están incluidas en esta Rendición de Cuentas, referidas, en 
particular, a algunos Incisos o a algunas Unidades Ejecutoras de Incisos donde se producen 
reestructuras al amparo del artículo 21. Tal como se señaló, estas reestructuras incluyen al Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; a la Auditoría Interna de la Nación; a la 
DIGESA, en la salud, y a la propia Oficina Nacional del Servicio Civil. Allí donde va a haber 
reestructuras, no sólo se utilizarán los créditos de las vacantes o las vacantes sino que, además, hay 
recursos adicionales, lo que implica que no se está pensando en que estas reestructuras apuntan, 
particularmente, a generar un gran ahorro. 


Eventualmente, vamos a usar más eficiente y eficazmente esos recursos. Muchas de estas 
vacantes pueden haber sido creadas antes de los procesos de identificación de estructuras necesarias, 
de procedimientos nuevos, etcétera. Entonces, justamente, se plantea la flexibilidad para que esos 
créditos no tengan que ser usados solamente en las vacantes creadas en su momento, sino para que 
se puedan reutilizar para la nueva estructura que se define. Cabe aclarar que antes de realizar un 
proceso de reestructura, es de buena Administración no atarse a algunas vacantes que vienen desde 
hace mucho tiempo. 


SEÑOR PENADÉS.- Una vez más, el Poder Ejecutivo informa en Comisión sobre algunas 
reestructuras y, en este sentido, quisiera saber si estas son las únicas que se están llevando adelante o 
si, de lo contrario, se están efectuando en todos los Incisos de la Administración Central. ¿Por qué digo 
esto? Porque aquí el artículo que permite el ingreso de funcionarios está habilitado para todos los 
Incisos. Entonces, si bien entiendo al Director de la Oficina de Modernización del Poder Ejecutivo, esta 
debe ser la vigésimoquinta Rendición de Cuentas en la que participo y, en todas, los diferentes 
Ejecutivos nos han venido a informar de lo mismo, lo que nunca se termina de concretar. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gallinal) 


Aclaro que no me importa que hoy esté en el poder un partido político distinto al mío o distinto 
al anterior, sino que en mi calidad de Senador quiero transmitir que no sé cuántas veces vengo 
escuchando hablar de reestructuras, de reestructuras sobre reestructuras y archiestructuras que, a la 
postre, en la práctica, no sé si terminan mejorando la situación. El señor Subdirector de la Oficina de 


Planeamiento y Presupuesto -que representa al actual Poder Ejecutivo- en su Power Point empieza 
afirmando que el ingreso antes era clientelístico, gente mayor de edad, etcétera. Aprovecho para decir 
que muchos de los funcionarios que ingresaron acá no lo hicieron en la actual Administración, y 
cumplen su tarea -así como cientos de miles de funcionarios públicos que ingresaron a 
Administraciones anteriores- con mucha responsabilidad, profesionalismo y capacidad. Quizás todos -o 
la gran mayoría- entraron por clientelismo, tal como se lo denomina, aunque creo que no es el término 
correcto. Francamente, se mencionan una cantidad de reestructuras, pero no se hace referencia a la 
totalidad del Estado, a pesar de que el artículo 7* habilita a toda la Administración Central a realizar 
este ingreso. Entonces, me pregunto si no se estará, también, premiando en forma indirecta la 
posibilidad de llenar vacantes a Ministerios que no hagan el esfuerzo de llevar adelante reestructuras 
para que ellos hagan lo propio, y así sucesivamente terminemos desvirtuando el objetivo que - 
compartible o no, discutible o no- las autoridades del Poder Ejecutivo buscan. ¿No sería mejor que en 
este artículo se estableciera a texto expreso cuáles son los Incisos que están llevando adelante esas 
reestructuras y, en consecuencia, se los habilite, y de esa forma se entusiasme o anime a que otros 
Incisos de la Administración Central se plieguen a esta campaña para poder hacer uso de estos 
mecanismos? 


SEÑOR FILGUEIRAS.- En la intervención del señor Senador se destacan distintos elementos. 


En cuanto a los procesos de reestructura, efectivamente se habla de muchos de ellos, 
incluso en Administraciones pasadas. Justamente, creo que eso indica un problema que tiene que ver 
con una ritualización de las reestructuras, pensando que es un proceso que tiene un inicio y un fin 
cabal y que uno puede planificar enteramente. En realidad, se trata de procesos complejos de 
transformación de cultura, de gestión y demás. Al ser así, no estamos intentando realizar procesos de 
reestructura que tienen un A y un B tan claros, y este es uno de los elementos que se plasman en la 
presente Rendición de Cuentas. Sabemos que esto lleva tiempo, que hay que aprovechar las 
oportunidades y transformarlas. Hay casos concretos en los que se avanzó y hoy se plasman en la 
Rendición de Cuentas, pero pueden aparecer otros que permitan la generación de procesos de 
reestructura a partir de la disponibilidad de algunos créditos. 


Ahora bien, si no se estableciera este artículo, los estaríamos suprimiendo. Un ejemplo 
concreto es el del Ministerio de Relaciones Exteriores, donde se propone -con acuerdo, en principio, de 
todos los partidos y de los funcionarios- reconstruir la pirámide funcionarial. En ese caso ya se 
identificó y se sabe que hay tres vacantes que estaban arriba en la pirámide y que se quieren utilizar 
para abajo, integrándolas y transformándolas para un uso más racional. En otros casos, tal cosa no 
sucede en este momento, sino que va a ocurrir más adelante. Lo que no deberíamos hacer es frenar 
cualquier proceso de reestructura o -también lo podríamos llamar así- de transformación con 
racionalidad, en términos de utilización de los recursos financieros y humanos, porque nos rigidizamos 
a priori, ya que tenemos los créditos específicamente para tal vacante o no los tenemos para nada. Me 
parece que en el proceso que estamos intentando desarrollar de aquí en adelante -y que posiblemente 
deberá enfrentar la próxima Administración- esta dimensión de flexibilidad es necesaria y positiva. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera hacer algunas precisiones y preguntas sobre estos artículos que están 
vinculados con otros, y quizás me tenga que adelantar a algunos que vamos a tratar más adelante. 


El primer comentario que quiero hacer es el siguiente. En la Cámara de Representantes 
comparecieron funcionarios públicos representando al sindicato de COFE y acusando a este Gobierno 
de clientelismo y amiguismo, dando datos directos y concretos sobre la cantidad de gente que ha 
ingresado a distintos organismos del Estado sin concurso y sin ningún sistema de selección. A modo de 
ejemplo, podemos decir que se regularizaron todos los cachés del Ministerio de Educación y Cultura 
para que no exista más esa categoría, y hay cientos de nuevos cachés después de dicha 
regularización que se hizo a partir de la Ley de Presupuesto. Quería dejar esa salvedad, dado lo que 
se expresó en Sala. 


El artículo 6” habilita el crédito con destino al financiamiento de las reestructuras de su 
puesto de trabajo. Dicho crédito surge de las vacantes que la ley de 2006 había eliminado. 


Mediante el artículo 7” se establece que se puede proveer la totalidad de las vacantes que se 
produzcan, sin distinción del motivo que las originó. 


Además, me parece que hay que tener en cuenta lo que se establece en el artículo 12. 
Concretamente, por medio de esta disposición se faculta al Poder Ejecutivo a celebrar contratos de 


función pública con aquellas personas que se encuentren desempeñando tareas propias de un 
funcionario público a la fecha de vigencia de la presente ley. Sin embargo, no se habla de la fecha de 
promulgación de la presente ley; se establece la excepción, o sea, en breve. Esto quiere decir que todo 
funcionario, cualquiera sea la categoría en que se encuentre -esto es, becarios, zafrales, eventuales, 
contratados, cachet, etcétera- siempre que haya sido seleccionado de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 30 y siguientes de la Ley N* 17.556, puede ser objeto de contrato de función pública. 
Obviamente, se determina que no debe tener costo presupuestal ni de caja, pero el artículo 6* ya 
habilitó una nueva caja, agrandándola de hecho. Pero además se dice -y esto es lo más llamativo- que 
queda exceptuado, para estos casos, lo dispuesto en el literal E) del artículo 1% de la Ley N* 16.127, del 
año 1990. En dicho literal se establece, concretamente, la posibilidad de ingreso de funcionarios en los 
últimos doce meses del Período de Gobierno. 


Entonces, a través de este sistema, para el cual se habilita un nuevo crédito presupuestal, se 
pueden incorporar a la función pública personas que están desempeñando tareas propias de un 
funcionario público y, en realidad, son muchos los que pueden entrar en esa formulación genérica. En 
definitiva, a partir de la vigencia de la presente ley pueden incorporarse funcionarios al Estado en este 
momento, pero también en octubre del año próximo y el 28 de febrero de 2010. De esta manera se 
levanta la prohibición -a mi entender, bastante sana- de incorporar funcionarios nuevos al Estado en 
año electoral, lo que no tiene otro objeto que evitar prácticas clientelistas. 


Sinceramente, no tengo más remedio que hacer una relación entre estos dos artículos que 
permiten esos ingresos, que habilitan un nuevo crédito presupuestal y que establecen que el plazo 
para que así suceda se extenderá hasta el último día del actual Gobierno, lo que constituye una 
excepción a una ley que está vigente desde hace ya varios períodos electorales. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Ante todo, confieso que no logro relacionar una cosa con la otra. Al problema 
de la prohibición de llenar las vacantes existentes se le ha venido dando distintas soluciones desde la 
aprobación de la Ley N* 16.462. Hasta entonces no había excepciones, pero a partir de ese momento, 
a través de sucesivas leyes, empezaron a establecerse más excepciones que regímenes generales 
para el llenado de vacantes. 


En la Ley de Presupuesto, por su parte, se fijaron determinadas condiciones para que las 
vacantes no se perdieran, condiciones que fueron modificadas en la Ley N* 18.172. Ahora bien, en 
esta norma se entendió más ajustado sincerar la situación -por decirlo de algún modo- estableciéndose 
que las vacantes no se pierden. En realidad, en la práctica ocurría que se pedía una cierta autorización 
a la Contaduría General de la Nación para que mantuviera la vacante, porque se habían dado 
determinados pasos para su prohibición o porque simplemente se había iniciado un expediente para 
esa prohibición cuando todavía ni siquiera se había dado real andamiento al procedimiento para esa 
designación. Es decir que los contratados a término pasan por un proceso que es de convocatoria 
pública y de selección a través de concursos. De modo que esos concursos podrían ser considerados 
equivalentes a los del ingreso a la función pública y, además, en algunos casos son más rigurosos. 


SEÑOR RAMOS.- Quiero hacer una apreciación que va en ese sentido. 


Como ya dijo la Directora de Servicio Civil, el artículo 12 regulariza la situación de aquellos 
funcionarios que tienen contratos a término, que vienen desempeñando desde hace muchos años 
tareas propias de un funcionario público y que, a la fecha, estarían en un proceso de selección. La Ley 

N? 17.556 establece que debe haber un proceso de selección. Por lo tanto, repito, se estaría 
regularizando la situación de aquellas personas que concursaron para poder acceder a determinado 
status laboral. Es decir que este Gobierno sigue con la política de que el ingreso a la presupuestación 
de la función pública debe ser por concurso, por ingreso meritocrático. 


En cuanto a los cachés -tema que denunció COFE- la regularización que se está estudiando 
y que todavía no se efectuó prevé -por lo menos así es la política de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto en ese sentido- que solamente se podrán 
regularizar aquellas situaciones en las que hubo un concurso previo; en caso de que no sea así, la 
situación no se puede regularizar. 


Lo mismo sucede con el artículo 483 referente a ANCAP, que fue votado en la Cámara de 
Representantes y con el cual la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto no están de acuerdo. Es en ese sentido que se va a pedir a los señores Senadores que 
lo eliminen ya que personas que han tenido una vinculación laboral directa o indirecta con ANCAP no 


van a poder regularizar su situación como funcionarios públicos y, además, se estaría también violando 
la norma de no exigir concurso previo para ingresar a la Administración Pública. 


Con respecto a la exposición del señor Senador Penadés, quiero explicar que cuando hace 
un momento dije “una tradición clientelista”, me referí a una tradición que ha operado en el Uruguay. El 
“clientelismo” no siempre es una mala palabra ni ha sido disfuncional eternamente. Las reformas 
planteadas por la Oficina Nacional del Servicio Civil estuvieron en contra del clientelismo cuando el 
ingreso era tan masivo que no se podía asegurar la entrada de los mejores. Cuando digo “clientelismo” 
no lo hago en forma despectiva. Los politólogos siempre resaltamos las virtudes del sistema político 
uruguayo y la construcción de una estatalidad uruguaya. Entonces, cuando decimos que el sistema del 
clientelismo político no es funcional en los tiempos que corren, pensamos que es una concepción no 
sólo de este Gobierno sino del sistema político uruguayo. Por lo tanto, se trata de evitar los rasgos de 
clientelismo. 


Los cachés sí se han desvirtuado, y si regularizamos directamente o dejamos el artículo de 
ANCAP que regulariza la situación de funcionario público a personas que no necesariamente han 
pasado por un concurso, estaríamos cayendo en prácticas clientelísticas que son las que queremos 
evitar. Esta es una doctrina que estoy seguro que el sistema político uruguayo, en su conjunto, lo está 
queriendo evitar. 


SEÑOR GANDINI.- Es válida la aclaración que se hace del artículo 483. No fue una propuesta del 
Poder Ejecutivo, sino una idea del Partido Nacional exclusivamente vinculada a la planta de Pórtland 
de ANCAP de Minas. 


Lo que sucedió fue que la Bancada de Gobierno, en la Cámara de Representantes, nos dijo 
que el texto actual había sido discutido y aprobado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o por 
el Poder Ejecutivo. Por lo tanto, es buena la acotación que se acaba de realizar porque su redacción 
final es amplísima ya que no sólo abarca la categoría de los funcionarios, sino a toda ANCAP. Quiero 
aclarar que esa fue la redacción que vino y la que tuvo mayorías. 


Con respecto a la respuesta que se me dio, la entiendo, pero este artículo 12 no habla de los 
contratos a término, sino que dice: “con aquellas personas que se encuentren desempeñando tareas 
propias de un funcionario público”. Esta formulación, a mi juicio, es mucho más parecida al artículo 7? 
de la Ley de Presupuesto -que era abarcativa de todas las situaciones que existían- que la restringida a 
los contratos a término. De todos modos, bajo esa categoría entra un sinnúmero de otros contratos, 
porque supongo que un contrato a término es eventual o zafral. Aquí, reitero, no creo que quede 
circunscripto a eso. Además, ¿qué necesidad hay de levantar la prohibición de que se pueda realizar 
en los doce meses anteriores a un acto electoral? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el Senado acabamos de aprobar una ley por la cual facultamos al 
Directorio de OSE a contratar, con carácter permanente, a funcionarios que no ingresaron por concurso 
y que estaban cumpliendo las tareas del proyecto CREDIMAT. Pero hay algunas excepciones. 


Advierto a los señores Senadores que si seguimos analizando el articulado a este ritmo no 
vamos a poder terminar en el plazo establecido ya que estamos considerando el artículo 7* y, si no me 
equivoco, tenemos que llegar al artículo 34 de la página 24 del repartido. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Gargano) 


SEÑOR RAMOS.- Me gustaría que la señora Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil se 
refiriera a lo planteado por el señor Senador Gandini. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Simplemente quería decir que dimos por entendido que se trataba de los 
contratados a término y así lo quisimos establecer en la redacción al poner: “cuyo proceso de selección 
se haya efectuado de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 30 y siguientes de la Ley N* 17.556, de 
18 de setiembre de 2002”. Esta ley es la que refiere concretamente al proceso de selección de 
contratados a término, pero no a cualquiera, sino que hace referencia a un régimen muy especial que, 
precisamente, tiene las características que ya expresé antes: convocatoria pública y un proceso de 
selección a través de pruebas y de concurso de oposición y méritos o de pruebas y antecedentes. 


SEÑOR GANDINI.- Si eso es lo que se quiere decir, hay que dejarlo consignado. Digo esto porque de 
esta redacción no es eso lo que se deduce. El núcleo de lo que aquí se establece está referido al 
proceso de selección. En concreto, hace una referencia a una ley y dice “cuyo proceso de selección se 
haya efectuado” de tal manera, pero no quiere decir que tenga que ver con los funcionarios a que 
refiere dicha ley. Insisto en que eso no lo dice. Creo que si es eso lo que se quiere establecer, hay que 
modificar el texto para que quede claro que se refiere a esos funcionarios. Insisto en que se trata de 
funcionarios que se encuentran desempeñando tareas propias de un funcionario público por lo que, 
entonces, un becario estaría incluido aquí, si fue seleccionado mediante este artículo, porque se 
encuentra desempeñando tareas de funcionario público y fue seleccionado por concurso. En ese caso, 
repito, estaría dentro de lo que establece el inciso primero del artículo 12. No entiendo por qué, se dice 
que no. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El becario no está incluido porque su procedimiento de selección está previsto 
en otro artículo de otra ley; no recuerdo bien si es la Ley N” 17.218 o la N* 17.296. Entonces, los 
artículos 30 y siguientes refieren a un régimen de prestación de servicios temporales para el Estado 
por personas que no son consideradas funcionarios públicos y que son contratadas en determinadas 
condiciones allí establecidas. Esto se ha dado en llamar “contratos a término”. Creo que si se invierte la 
redacción y se pone “Los contratados a término”, en ese caso sí podría entrar cualquiera que tuviera un 
contrato con un plazo, y nosotros nos estamos refiriendo concretamente a una figura determinada. 


Si hubiera que modificar la redacción para que quedara más clara, no sería conveniente incluir 
el concepto de contratados a término, sino que tal vez habría que ampliarlo. En ningún momento se 
quiso incluir en esta norma ningún otro tipo de vínculo laboral con el Estado que no fuera el del 
contrato a término, de acuerdo con el régimen de la Ley N* 17.556, artículos 30 y siguientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 8”. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Precisamente, haciendo referencia a los contratos a término, el artículo 8? 
establece la prórroga de su vigencia hasta que las unidades ejecutoras hayan realizado sus 
respectivas reestructuras. Contrariamente a ello, una vez que estén aprobadas las reestructuras de 
puestos de trabajo con los cargos presupuestados y de carrera, el régimen de contrato a término para 
esa unidad ejecutora deja de ser posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 9”. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 9? reproduce, con algunas modificaciones, el texto del artículo 12 
de la Ley N” 18.172 que fuera aprobado en la Rendición de Cuentas anterior y que refiere al ingreso a 
la función pública. Allí se establece un régimen de ingreso de acuerdo con el cual la persona que 
ingresa como funcionario público lo hace en carácter de contratado por un período de un año; recién a 
partir de ese momento, y previa evaluación favorable, pasa a ser presupuestada. 


La modificación que se introduce es que en el artículo de la Ley N* 18.172 las 
vacantes debían ser transformadas en uno o más cargos de ingreso. Es decir, si por ejemplo quedaba 
vacante un cargo de la mitad del escalafón respectivo, debía transformarse en el grado mínimo, y todas 
las personas ingresaban por el grado mínimo del escalafón y no por el grado de ingreso. 


Hay una diferencia entre grado mínimo y grado de ingreso en cada Inciso; el grado mínimo del 
escalafón es el más bajo que ese escalafón permite, y el grado de ingreso en un inciso o unidad 
ejecutora es el más bajo que tiene ocupado ese inciso o Unidad Ejecutora. Vamos a poner un ejemplo 
en los cargos técnico profesionales. En el escalafón A el grado de ingreso es el 4, pero el grado 4 no 
existe en casi ninguna de las Unidades Ejecutoras. Supongamos que el grado más bajo ocupado fuera 
el 8; entonces, si ese cargo quedara vacante, de acuerdo con la forma prevista en el artículo de ingreso 
a la función pública en la ley anterior, la administración debía transformarlo en un grado 4. La 
propuesta que hacemos en esta instancia es que se transforme en una función contratada del mismo 
grado que la vacante que se generó. Si todas las vacantes de ingreso se transforman en el grado 
mínimo del escalafón, se crea una distinción en la misma estructura que se había aprobado. Por tanto, 
la modificación que propone el Poder Ejecutivo es que la función contratada a la que se ingresa sea 
equivalente al cargo presupuestado que quedó vacante, que siempre va a ser el más bajo de la 
respectiva Unidad Ejecutora del Inciso. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría que la Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil nos explicara 
cuál es el concepto cuando se establece el llamado, pues se dice que se hará “convocando a 
interesados mediante el procedimiento de selección que estime conveniente”. Me pregunto qué se 
quiere decir con la expresión “que estime conveniente”, y si el Poder Ejecutivo no evalúa la posibilidad 
de que sea a través de llamados públicos por concurso -como se hace para ingresar, por ejemplo, en el 
Banco de la República- si es que se quiere ir a la profesionalización de la carrera administrativa a la 
que el Gobierno hace referencia insistentemente. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- La referencia que hace el señor Senador Penadés ya estaba contenida en la 
Ley N* 18.172. De todas maneras, no tengo inconvenientes en aclarar que la expresión “que estime 
conveniente” es en el marco de la disposición del artículo 5% de la Ley N* 16.127, de 7 de agosto de 
1990, y del artículo 11 de la Ley N* 16.134, de 24 de setiembre de 1990. Estas normas disponen el 
procedimiento de selección de ingreso para los distintos escalafones, previendo para los escalafones 
profesionales, técnicos y administrativos el concurso de méritos y antecedentes o de oposición y 
méritos, según se estime conveniente, y para los escalafones de servicios auxiliares el concurso o el 
sorteo, también según se entienda pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos ahora al artículo 10, que refiere a las reestructuras de puestos de 
trabajo. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En términos generales, voy a explicar el artículo para después hacer algunas 
referencias, pues quisiéramos sustituir una parte puesto que se repiten algunas palabras. De todos 
modos, sólo lo adelanto, porque esos ajustes los realizaríamos después. 


El artículo establece una serie de etapas una vez cumplida y aprobada la reestructura de 
puestos de trabajo. Lo que se propone es una selección para aquellos cargos y funcionarios que no 
resulten incluidos en nuevas reestructuras de puestos de trabajo porque sus cargos resultan 
excedentarios. En tal caso, la primera etapa que este proceso propone es que se redistribuya el cargo 
en un lugar donde sea necesario. Por tanto, reitero, la persona se va con su cargo a un organismo que 
lo necesite, tal como es el régimen de redistribución actual. 


En una segunda instancia, si no fuera posible la redistribución del cargo con su titular a otro 
organismo público, sería suprimido porque el Estado no lo necesita, y se procedería a reasignar a la 
persona -ya no el cargo- a una vacante existente -en una primera instancia también- que se adecue a 
su perfil personal. Con esto queremos decir que no sólo se debe adecuar el cargo o la función que esa 
persona estaba desempeñando, sino que eventualmente el funcionario puede tener un perfil que le 
permita ocupar otro tipo de cargo. 


Si eso no fuera así, se plantea una tercera instancia en la que la Administración tiene la 
obligación de recapacitar al funcionario para que pase a ocupar otro cargo dentro del organismo en el 
que se desempeñaba o fuera de éste. 


Sin perjuicio de ello, se plantean además dos posibilidades de retiro incentivado. Una de 
ellas, tiene que ver con la reproducción del artículo 29 de la Ley de Presupuesto para quienes reúnan 
las condiciones de años de trabajo y de edad y puedan acogerse a ese sistema. La otra se relaciona 
con un régimen de retiro incentivado para quienes no fueran redistribuidos, reasignados o 
recapacitados, y que consistiría en otorgar doce mensualidades para que el funcionario se acoja a ese 
beneficio. En todo caso, si eso no ocurriera, el funcionario cesaría por supresión del cargo, lo que se 
haría con las garantías que se establecen en la ley, es decir, con las que propuso el Poder Ejecutivo. 
La norma sustitutiva propuesta por la Cámara de Representantes incluye la aprobación de la Asamblea 
General, aunque desde la Oficina Nacional del Servicio Civil consideramos que no corresponde porque 
no es una destitución, aunque así fue aprobado en aquel Cuerpo. 


SEÑOR HEBER.- Por lo que se nos ha informado de la discusión suscitada en la Cámara de 
Representantes cuando se estudió este proyecto de ley de Rendición de Cuentas, los Legisladores de 
nuestro Partido plantearon la necesidad de establecer una garantía que estuviera dada, no por la 
aprobación de la Asamblea General -en la que muchas veces resulta difícil lograr el quórum necesario- 
sino por el Senado de la República. Quizás podamos plantearlo después de estudiar cómo mejorar la 
comunicación al Parlamento, pero lo más indicado parecería ser que la comunicación fuera dada por 
el Senado de la República. 


En este artículo vemos que, una vez hechas las reestructuras, el tema de la redistribución 
habilita o levanta la prohibición de que los funcionarios puedan ser redistribuidos a los Entes 
Autónomos. Para quienes hemos visto con preocupación cada vez que se ha levantado esta 
prohibición, creemos que se trata de un agujero que en la Administración después es difícil de parar. 
¿Por qué? Porque hay mucha disparidad entre los salarios que se pagan en las empresas públicas y 
en los Entes Autónomos con respecto a los que se perciben en la Administración Central. Es más, si yo 
fuera funcionario público, creo que buscaría quedar afuera de la reestructura, de modo tal de verme 
beneficiado en virtud de que tengo la posibilidad de pasar a ANCAP, a UTE o a alguna otra empresa 
del Estado en donde los salarios son notoriamente mayores que los que se pagan en la Administración 
Central. Lo digo como una advertencia y, a la vez, como una preocupación. Ojalá todos tuvieran el 
mismo nivel salarial, que sería lo justo, pero estas disparidades no son de ahora -nos adelantamos y 
ahorramos todo ese discurso- y, por otra parte, han generado y generan luchas sindicales que, en las 
empresas públicas, han dado lugar a reivindicaciones y complementos de salarios realmente 
atractivos. Sabemos que eso puede significar una situación de difícil contención para cualquier 
administrador. 


Entonces, nuestras consideraciones van en el sentido de plantear nuestro temor de que las 
reestructuras no sean tales como para que el interés del funcionario prime sobre la función. No me 
explico -quizá ustedes me den la respuesta- qué puede llegar a ocurrir cuando se establece un 
atractivo tan grande como es el de salir de la Administración Central para ir a los servicios 
descentralizados. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Tiene razón el señor Senador Heber. Precisamente, como eso ocurrió, dio 
motivo a la prohibición que para este caso concreto estamos derogando. Lo que debemos tener en 
cuenta es que lo que la reestructura declara excedente no es a la persona sino al cargo y, tanto el 
Poder Ejecutivo como el Poder Legislativo -que son órganos a los que se les comunican las 
reestructuras- deberían constatar si se están declarando excedentes cargos que no deberían serlo. 
Entonces, la propuesta de incluir dentro de las posibilidades de redistribución a los organismos ajenos 
a la Administración Central, es con el propósito de poder reubicar a personas que dentro de ésta no 
son necesarias. Así, por ejemplo, sucedió con el caso del llamado realizado para cubrir cargos de 
auxiliares de servicio en la órbita del Banco Central del Uruguay y del Banco de la República Oriental 
del Uruguay; si bien no recuerdo el número exacto, se trató de una cantidad considerable de personas, 
que osciló en las 130. 


En definitiva, nos referimos a aquellas personas que no son ubicables, que su cargo no es 
necesario en la Administración Central o que su perfil no es el adecuado para una Unidad que se 
pretende modernizar y adaptar a las actuales circunstancias. Entonces, nos pareció que abrir esa 
puerta, manejarla con coherencia y con lógica sin tratar de favorecer a determinadas personas, era lo 
más adecuado como una forma de no terminar en la última instancia de todo este proceso, que es la 
supresión del cargo y el cese del funcionario como tal por esa razón. 


SEÑOR RAMOS.- Con ánimo de ser coincidente con lo manifestado por la Directora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, quiero decir que este tipo de procedimientos no siempre pueden estar 
previstos en la norma; tienen que existir instructivos por medio de los cuales podamos saber cómo 
implementar realmente las reestructuras, tal como en su momento los emitió el CEPRE. Ahora bien, 
tiene que tratarse de un proceso enfocado con mucha seriedad, de modo que quede claro que no 
existe un acomodo entre el funcionario y el Director de la Unidad Ejecutora, tal como ha ocurrido antes, 
ya que de consenso mutuo se estaban declarando excedentes algunos cargos que la Administración 
realmente necesitaba. 


Entonces, queda clara la importancia de que el proceso sea supervisado por agencias 
centrales del Estado, tales como la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y la Contaduría General de la Nación. Por esa razón, hemos conformado una especie de 
comité conjunto y permanente, porque de otro modo, con los tiempos que tenemos, no podríamos 
avanzar adecuadamente en las reestructuras. Tal como decía el doctor Filgueira, esto tiene que ser 
visto como un proceso contínuo y no uno en el que se llega de A hasta B, porque a nuestro juicio las 
reestructuras deben tener un desarrollo permanente y un movimiento iterativo. Sin duda, en esto deben 
actuar la Dirección de la Unidad Ejecutora y los propios funcionarios, porque COFE también está 
involucrada en ello. Uno de los dilemas que surge en esta materia es el de formar una superestructura 
que dirija las reestructuras, sin dejar librado al Director de la Unidad Ejecutora toda la responsabilidad 
de negociar con sus trabajadores en esta materia. En definitiva, siempre se está en esa misma tensión, 
en ese dilema y por eso la advertencia es muy pertinente: tiene que tratarse de cargos que 
necesariamente se consideren excedentes o suprimibles, y hay que evitar que se ingrese en un juego 


en virtud del cual un Director de una Unidad Ejecutora que quiere sacar a determinados funcionarios, 
los transfiera a una empresa pública cobrando mejores salarios. 


Hay un buen estudio -se llama “El libro blanco”, de Juan Sánchez- que fue coordinado en el 
Gobierno del Partido Nacional, en el que ya se identificaban escalafones en la Administración Central 
en los que había exceso de cargos y funcionarios. Pero si no se desea considerar los escalafones de 
servicios y sí observar lo que ocurre con los profesionales, se puede tener en cuenta el ejemplo del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, donde en virtud de las reestructuras 
que se están llevando a cabo están quedando funcionarios excedentes -el enfoque actual del Ministerio 
apunta más hacia el medio ambiente que hacia la DINAVI- que quizás podrían transferirse a la 
Dirección Nacional de Vivienda, de modo que no haya que contratar personal de afuera con salarios 
importantes. 


Creo que esto dependerá, también, de cómo el sistema político vaya manejando y regulando 
estos temas. Este es, sin duda, un primer mojón que se quiere establecer para dar un poco de 
racionalidad a la estructura de la Administración Central, porque sabemos que lo relativo a los perfiles 
etarios y de capacitación no es adecuado. Por consiguiente, habrá que capacitar a quienes estén en 
condiciones de ello y quizás redistribuir a quienes continúen siendo considerados excedentarios. 
Incluso, en la Comisión de la Cámara de Representantes se advirtió que había que tener cuidado con 
lo que ocurre en las Intendencias y ver qué se puede hacer con las empresas públicas. Creo que estos 
temas ameritan una discusión seria y pertinente. 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: esta discusión ya la hemos tenido en la Cámara de 
Representantes, donde al artículo se le introdujeron unas cuantas modificaciones, en todos los casos, 
creo, con acuerdo del Poder Ejecutivo. 


Por nuestra parte, como dijimos en aquel momento, compartimos la filosofía del proyecto, que 
apunta a que el funcionario esté para la función y no al revés. Esto está consagrado en la Constitución 
y me parece sano que la Administración utilice ese criterio. Entonces, compartimos que en las 
reestructuras haya consecuencias que permitan reasignar recursos humanos donde estos son útiles. 
De todos modos, de acuerdo con la observación realizada por el señor Senador Heber, parece claro 
que se deja abierta una puerta. 


El segundo inciso dice que “el Poder Ejecutivo suprimirá el cargo y deberá proceder a la 
reasignación del funcionario”, es decir que tiene la obligación. Asimismo, el antepenúltimo inciso dice 
que “A los efectos de la redistribución o reasignación del funcionario”, no regirá esa prohibición; o sea 
que cuando el Poder Ejecutivo reasigna, tiene toda la posibilidad y no una mera alternativa subsidiaria. 
Esto significa que el funcionario puede ser enviado a otro Ministerio o, por ejemplo, a ANCAP. 


Aquí se usó un ejemplo que yo también voy a utilizar, que es el del Auxiliar de Servicio; en 
este sentido, todos sabemos que no es muy creíble que si alguien no da con el perfil de Auxiliar de 
Servicio de un Ministerio, sí pueda desempeñar ese mismo cargo en el Banco Central. Entonces, es el 
jerarca quien tiene la posibilidad de determinar si el funcionario va a otro Ministerio, al de al lado que a 
lo mejor no tiene funcionarios para ese cargo o tiene becarios o contratados a término para cumplir la 
tarea, o si directamente lo envía, por ejemplo, al Banco Central; ésa es la puerta que esta disposición 
deja abierta. 


De todos modos, mi principal observación radica en el procedimiento. Agotados todos los 
caminos de reasignación, recapacitación, retiro incentivado, etcétera, el Poder Ejecutivo puede 
disponer el cese o supresión del cargo de aquellos funcionarios cuya situación no quede comprendida 
en alguna de estas opciones. Como consecuencia de eso, remite a la Asamblea General la venia 
solicitando el cese de ese funcionario. Por lo tanto, si ese cargo cesó y el funcionario no dio con el 
perfil y luego no siguió alguna de las vías que se le plantearon, va a terminar cesando su relación 
funcional con el Estado, por más presupuestado que esté. 


Reconozco que hay distintas interpretaciones jurídicas entre cese y destitución, pero, sin 
dudas, el resultado es el mismo: al otro día no cobra más el sueldo y dejó de ser funcionario público. Lo 
que pretendió proteger la Constitución de la República a través del numeral 10 del artículo 168, es que 
ese acto cumpla con determinadas garantías. No estoy diciendo que no se haga, sino que deberían 
exigirse esas garantías. A mi juicio, esto encuadra perfectamente en una de las tres causales de 
destitución que establece la Constitución, que son omisión, ineptitud y delito. El diccionario dice que 
ineptitud es no ser apto. Entonces, alguien que no dio con el perfil del cargo, que no salvó el curso de 


recapacitación y que no quiso ser reasignado a otro lado, evidentemente no es apto para la función. 
Por consiguiente, no siendo apto encuadra en esta definición; es inepto, y como una de las causales de 
destitución es la ineptitud, debe remitirse la venia al Senado para que éste resuelva. En definitiva, debe 
seguirse el curso del sumario  -que lo único que hace es constatar que se siguió un procedimiento 
administrativo correcto para llegar a esa conclusión- para que el Senado, con su venia, aplique lo que 
establece la Constitución. De esta forma, se dan todas las garantías. 


No me parece que esto deba hacerlo la Asamblea General y menos tal como está establecido. 
Distinta sería la situación si expresara: “Si a los 60 días la Asamblea General no se pronuncia, el 
funcionario mantiene su condición de funcionario público”. En ese caso le estaríamos brindando 
garantías, pero aquí le estamos diciendo que si tiene mala suerte y la Asamblea General no logra 
quórum -incluso, por su propia omisión- quedará fuera del Estado. En tal caso, nadie va a poder revisar 
ese hecho. 


Reitero que el resultado final es el mismo, pero cumplimos con la Constitución, que establece 
que para destituir a un funcionario hay que seguir determinado mecanismo, que es el de la solicitud de 
venia al Senado por parte del Poder Ejecutivo. 


Quería hacer estas observaciones a los efectos de ser coherente con lo que planteé en la 
Cámara de Representantes. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- La fundamentación del artículo está agregada a la propuesta del Poder 
Ejecutivo. Desde el punto de vista jurídico entendemos que existe una diferencia -reconocida por la 
doctrina y la jurisprudencia- entre lo que es el cese del funcionario y la destitución. Por eso la 
propuesta del Poder Ejecutivo no preveía nada más que la comunicación a la Asamblea General para 
que el Poder Legislativo hiciera uso de los controles constitucionales que tiene, en el caso de que 
constatara que esa medida había sido tomada en forma arbitraria. No se trata de una venia ni de la 
aprobación de un acto meramente propio del poder administrador. 


En concreto, esa es la propuesta del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR RAMOS.- Una diferencia sustantiva radica en que no estamos evaluando al funcionario sino al 
cargo, que es el que estaría excedentario y se suprimiría. Reitero que esto hace una diferencia 
sustantiva ante el hecho de evaluar al funcionario al inicio del proceso para determinar si hay ineptitud, 
omisión o delito. 


Por otra parte, estamos dotándonos -como gestores de recursos humanos en la 
Administración- de un proceso más flexible, justamente, para adaptar la Administración Pública a las 
necesidades de gestión de las jerarquías políticas a los efectos de poder implementar políticas públicas 
con personal capacitado en los lugares adecuados. Entonces, se trata de otro instrumento que 
estamos agregando; y todo el proceso garantista que implica este artículo es para asegurar que no 
haya arbitrariedades. Insisto en que lo que hacemos es poner en práctica un instrumento más que ya 
estaba habilitado por la Constitución, pero que no utilizábamos. No queremos ir a lo de la ineptitud, 
omisión o delito porque nos queremos dotar de un instrumento más para poder tener una gestión más 
flexible de los recursos humanos, con las garantías del caso y por eso la complejidad de este artículo. 


Si lo que todos nosotros pensamos es que necesitamos una Administración que esté a la 
altura de las circunstancias de lo que los elencos políticos necesitan para implementar sus políticas y si 
todavía seguimos con los ritmos que veníamos teniendo, no vamos a avanzar mayormente. De esta 
manera, creemos que se mantienen las garantías para los funcionarios -en el sentido de que no hayan 
decisiones arbitrarias- es decir, de que esto sea revisado; y por eso, incluso, el pasaje a la Asamblea 
General. Esto se tiene que efectuar de forma más flexible ya que, de lo contrario, no nos vamos a 
poder dotar con las garantías del caso. 


Aclaro que se da la oportunidad al funcionario de ser reasignado, se le ofrece esa 
reasignación; es decir, un funcionario no puede ser cesado si no se le ofreció antes una reasignación. 
Esto es muy importante y aclaro que, además, surgió aparte de la discusión en la Cámara de 
Representantes. El tema no es que no se le ofrece nada al funcionario; no es que, como se le había 
ofrecido el retiro incentivado, si no lo aceptaba se le podía cesar. Incluso instrumentamos la obligación, 
por parte de la Administración, de ofrecer al funcionario la reasignación, y si no la acepta, la 


redistribución y el retiro incentivado; recién ahí opera el cese. Este es un instrumento más para dar 
flexibilidad a la gestión de los recursos humanos, pero manteniendo las garantías del caso. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Simplemente, quiero agregar que, tal como señaló la Directora de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, nosotros agregamos una importante fundamentación porque, como 
todos sabemos, este artículo tuvo mucha discusión e incluso difusión por intermedio de la prensa, en la 
propia Cámara de Representantes. 


Por otro lado, quiero sumar a la postura que señaló la Directora, la posición y visión del 
profesor Cassinelli Muñoz, de la doctora Cristina Vázquez y del maestro Sayagués Laso, en cuanto a la 
distinción entre cese y destitución. Además, sumado a ese aspecto, está la fundamentación que 
citamos en la Cámara de Representantes del profesor Delpiazzo, por lo que no cabe la posibilidad de 
confundir ambas figuras. 


Tal como señaló el profesor Sayagués Laso, la diferencia entre cese y destitución está en que 
ésta supone la persistencia del cargo del cual se saca al funcionario -de ahí las garantías 
constitucionales y las únicas tres causales que admite la Carta para destituir a un funcionario a pesar 
de que el cargo subsista- y en el caso del cese, con motivo de dicha causal, el alejamiento del 
funcionario es consecuencia de la extinción del cargo que ocupaba. 


Quiero aclarar que no solamente citamos toda la doctrina, que es absolutamente coincidente 
en materia de Derecho Administrativo y Derecho Constitucional, sino que, además, citamos algunas 
sentencias del Tribunal de lo Contencioso Administrativo que recogen inequívocamente esta postura - 
que no es una posición, sino un tema conceptual- con respecto al tema del cese del cargo en la 
función. 


Por otro lado, quiero anunciar a la Mesa que por razones de técnica legislativa tenemos una 
propuesta sustitutiva a este artículo 10 que haremos llegar en cuanto ésta lo considere conveniente. 
Por ejemplo, este artículo 10 no prevé, en su redacción original, quién paga y qué integra la retribución 
de ese funcionario que es objeto de cese, incluso durante el proceso de recapacitación y redistribución. 
Este fue un señalamiento que recibimos, incluso, de la propia Contaduría General de la Nación, por lo 
que nos parece que debemos incluir ese inciso, así como algunas otras puntualizaciones, para lograr 
una mejor técnica legislativa. Insisto que cuando la Mesa lo indique, acercaremos la redacción 
sustitutiva del artículo 10. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que se lea la redacción sustitutiva y que, después, se nos la 
envíe. 


SEÑOR GANDIN!I.- Antes de que se lea la redacción sustitutiva, quiero referirme a un comentario que 
se hizo. 


Brevemente, quiero señalar que entiendo el razonamiento que se hace, pero no es lo que 
expresa el artículo; yo no lo entiendo así. Aquí lo que se hace ante la Asamblea General, no es una 
comunicación; no se le pone en conocimiento, ya que se expresa que el Poder Ejecutivo remitirá a 
consideración de la Asamblea General dicha resolución. Lo que se pone a consideración no es el cese 
del cargo, sino el cese del funcionario, ya que habla de “los descargos del funcionario afectado”. O sea 
que se está considerando la opinión del funcionario, pero no respecto al cese de su cargo, pues sobre 
eso no opina él sino el que hizo la reestructura. Luego se expresa que “Transcurridos sesenta días 
desde la comunicación, y no existiendo opinión en contrario, quedará aprobado dicho cese”. 


Lo que dice aquí es que si la Asamblea General opina contrariamente, el cargo cesa pero el 
funcionario se queda; no tiene otra posibilidad la Asamblea General, porque lo que está analizando no 
es la reestructura -que tiene otro mecanismo de aprobación, aunque también se comunica a la 
Asamblea General- sino la resolución que hay sobre el funcionario, a tal punto que considera los 
descargos de éste. Pero yo pregunto: ¿dónde queda ese funcionario si la Asamblea General opina 
contrariamente? Queda en el limbo, porque pasó por todo, y se acabó. Esa es mi visión; creo que en el 
texto no dice lo que aquí se fundamentó. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Estoy totalmente de acuerdo con lo expresado, pues lo que allí dice no es lo 
que nosotros sugerimos. Nuestra propuesta no incluía todo lo que se leyó recién, sino solamente la 
comunicación a la Asamblea General para que -esto no lo decía, pero se daba por supuesto- en el 


ejercicio de los poderes de contralor que tiene el Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, pudiera convocar 
a un Ministro para pedirle informes cuando considerara que se actuó de manera arbitraria con respecto 
a un funcionario. No se sometía a aprobación ni a consideración de la Asamblea General, ni mucho 
menos se hablaba de descargos del funcionario, porque siempre sostuvimos que no estábamos frente 
a un tema de destitución. 


Sí proponíamos que se diera vista al funcionario de esa situación, porque hay una norma de 
Derecho Público que establece que todo acto administrativo que pueda causar un perjuicio -e 
indudablemente representa un perjuicio para el funcionario que se lo cese por supresión de su cargo- 
debe ser tomado previa vista del funcionario o la persona involucrada. Pero no era el planteo del Poder 
Ejecutivo que quedara sometido a aprobación de la Asamblea General. Eso es todo lo que podemos 
decir. 


SEÑOR GALLINAL.- Si se me permite, señor Presidente, quiero plantear una cuestión de orden. 


En la mañana de hoy se dio entrada al Presupuesto del Senado, en una sesión de cuya 
citación nos enteramos el viernes de tarde. Tengo entendido que la Comisión de Presupuesto está 
convocada para mañana a las 17 horas y, a su vez, tomé conocimiento de que hay intenciones de 
aprobar el Presupuesto del Senado el día miércoles. A nosotros no se nos informó de esto y si 
tomamos conocimiento de tales hechos fue debido a trascendidos que luego se nos ratificaron cuando 
preguntamos por ahí. Con las miras puestas en la aprobación de dicho Presupuesto, debo decir que 
nosotros necesitamos de una instancia de trabajo, diálogo y conversación en la Comisión. No nos 
parece que el mecanismo ideal sea reunirnos mañana a las cinco de la tarde y que el miércoles se 
apruebe en el Senado. 


Quería comentar esta inquietud al señor Presidente para que se la trasladara a la Bancada de 
Gobierno, a los efectos de analizar si logramos algún canal de diálogo que nos permitiera seguir 
trabajando con la Rendición de Cuentas y, a la vez, tener claro este tema que para nosotros es muy 
importante. Hay que tener en cuenta que el plazo para la aprobación del Presupuesto de la Cámara de 
Senadores y de la Comisión Administrativa -que no ha llegado todavía- vence el 31 de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente dará respuesta a la inquietud del señor Senador. 


Las reuniones de la Comisión de Presupuesto, tanto para la consideración de la Rendición de 
Cuentas como del Presupuesto del Senado y de la Comisión Administrativa -recuérdese que también 
hay que pronunciarse sobre el Presupuesto de esta- han sido fijadas después de un examen. 


La Mesa tiene entendido que el Presupuesto del Senado fue distribuido hace algunos días, 
por lo que ya obra en poder de los señores Senadores; me refiero a las bases propuestas por la 
mayoría del Gobierno. A su vez, el Presupuesto de la Comisión Administrativa está siendo distribuido 
en el día de hoy. Como es sabido, hay un plazo perentorio, que se extiende hasta fines del presente 
mes. Desde el punto de vista político, entendíiamos conveniente que el Presidente de la Asamblea 
General y Presidente del Senado, estuviera presente en la instancia de consideración de ambos temas, 
que están bajo su responsabilidad directa. Ahora bien, ocurre que el señor Vicepresidente de la 
República deberá viajar el día 24 de julio -o quizás sea el 25, no recuerdo con exactitud- y no regresará 
al país antes del 31 del corriente. Creemos que la oposición tiene absoluto derecho a considerar estos 
tema, pero teniendo en cuenta que ambos presupuestos son muy concisos y concretos, y refieren a 
cuestiones que ya han sido bastante debatidas, entendemos que habrá tiempo suficiente para discutir. 
Fue en base a esta idea que se fijó el cronograma. 


La intención nunca fue eliminar la posibilidad de discutir, sino asegurar esa posibilidad, pero 
contando con la presencia del principal responsable de la conducción de la Comisión Administrativa y 
del Senado de la República. 


SEÑOR GALLINAL.- Por nuestra parte, tenemos dos inconvenientes en esta materia. Uno de ellos 
hace a todo el Senado, y tiene que ver con que se trata del último Presupuesto que será aprobado en 
esta Legislatura, por lo que queremos analizar algunos temas con respecto a los cuales nos habíamos 
comprometido el año anterior -en momentos en que el señor Presidente de la Comisión ejercía el cargo 
de Ministro de Relaciones Exteriores- y aún están pendientes de resolución. No hemos tenido 
oportunidad de conversar sobre ellos y no están incluidos en la iniciativa de Presupuesto de la 
Presidencia. 


El otro inconveniente -con respecto al que nos gustaría encontrar una solución viable- es que 
a la hora fijada para el día de mañana no podremos asistir a la reunión, porque probablemente se 
extienda por dos horas, como mínimo, y tenemos un compromiso ineludible; como deberemos 
retirarnos del Palacio Legislativo a la hora 18, propondríamos que se fijara otro horario. 


En consecuencia, habrá que buscar una solución para los dos problemas concretos que 
acabamos de plantear, pensando además que el Senado realizará sesión el miércoles próximo, sobre 
lo cual -debemos decirlo- no fuimos consultados. En todo caso, ese es el elemento que está 
acelerando las cosas, por decirlo así. Entiendo la idea de que es mejor contar con la presencia del 
señor Vicepresidente de la República y Presidente de la Asamblea General, pero se me ocurre que 
quizá podría fijarse para más temprano la sesión del día de mañana de la Comisión de Presupuesto; 
en su defecto, la Bancada oficialista podría designar un representante, de manera de coordinar un día 
y una hora para su realización, y otro día y hora para la sesión del Senado. Me parece que esto sería lo 
más razonable. Pensemos que no necesariamente la sesión tendría que realizarse el día miércoles; el 
Senado podría reunirse, por ejemplo, el jueves, el viernes o, incluso, el lunes 28 del corriente. 


En suma, lo que queremos dejar en claro es que, con los tiempos que se han fijado, resulta 
muy difícil llegar a la mejor decisión, que es en definitiva lo que todos estamos buscando. Además, 
tengamos en cuenta que para la definición de muchos temas se hace necesaria una mayoría especial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comunica al señor Senador Gallinal que el horario para la sesión del 
Senado del próximo miércoles 23 se fijó en función de lo explicado antes, teniendo en cuenta que el 
martes 22, a las 17 horas, la Comisión de Presupuesto del Senado recibiría al señor Presidente del 
Cuerpo para la consideración de ambos Presupuestos. En virtud de que el señor Senador comunica 
que hay una reunión impostergable -cosa que no sabíamos- podríamos reunirnos al terminar el trabajo 
de esta Comisión, es decir a las 13 y 30 horas. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Propondría que la Comisión de Presupuesto se reuniera a la hora 14 y 30. 
SEÑOR GALLINAL.- Estoy de acuerdo con la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, modificaríamos el horario de la reunión de la 
Comisión de Presupuesto del martes 22, quedando fijado para la hora 14 y 30. 


Queda pendiente la lectura de la modificación propuesta por el Poder Ejecutivo para el inciso 
primero del artículo 10. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- El inciso primero del artículo 10 quedaría redactado de la siguiente 
manera: “Una vez aprobadas las reestructuras de puestos de trabajo en el marco de lo dispuesto por el 
artículo 21 de la Ley N? 18.172, de 31 de agosto de 2007, la Administración deberá redistribuir, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 49 de la Ley N* 17.556, de 18 de setiembre de 2002, y 
concordantes, a los funcionarios cuyos cargos resulten excedentes como consecuencia de las nuevas 
reestructuras”. En este inciso estamos unificando lo que eran los dos primeros incisos en la redacción 
aprobada por la Cámara de Representantes. 


En el siguiente inciso hay otra modificación, y quedaría redactado de la siguiente manera: “Si 
del registro de necesidades funcionales que lleva la Oficina Nacional del Servicio Civil no surgiera la 
posibilidad a que refiere el inciso anterior, el Poder Ejecutivo suprimirá el cargo y deberá proceder a la 
reasignación del funcionario, que quedará eximido del deber de asistencia, dando cumplimiento a las 
siguientes etapas:” El artículo continúa con los literales, que mantienen la redacción de la versión 
aprobada por la Cámara de Representantes. 


El inciso siguiente a los literales es el que incluye la forma en que se paga al funcionario en 
la etapa del proceso de redistribución y reasignación. Dice así: “Una vez dispuesta la supresión del 
cargo y hasta tanto se defina la situación del funcionario de conformidad con alguna de las hipótesis 
precedentes, el organismo continuará abonando la retribución del funcionario, la que estará constituida 
únicamente por el “Sueldo del grado”, sumada la Compensación del cargo', en caso de corresponder, 
así como por la prima por antigúedad y los beneficios sociales”. 


Finalmente, hay un cambio puntual, porque el artículo que se aprobó en la Cámara de 
Representantes tenía un error. Me refiero al inciso que dice: “El Poder Ejecutivo podrá disponer el cese 
por supresión del cargo de aquellos funcionarios cuya situación no quede comprendida en alguna de 
las situaciones de redistribución o reasignación y que tampoco hayan optado por algunos de los 
regímenes de retiro incentivado registrado en el mismo, a cuyos efectos, previa vista del funcionario, 
recabará el pronunciamiento de la Comisión Nacional del Servicio Civil”. Esta última modificación 
refiere al cambio de dos palabras, por lo que diría: “El Poder Ejecutivo podrá disponer el cese por 
supresión del cargo...” Cabe recordar que antes decía: “El Poder Ejecutivo podrá disponer del cese o 
supresión del cargo” y entendemos que lo correcto es la redacción que proponemos. 


SEÑOR VAILLANT.- Quisiera solicitar que las modificaciones que se están proponiendo sean 
repartidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se propuso que se leyeran para que se tomara conocimiento y quedaran 
registradas en la versión taquigráfica. Sin perjuicio de ello, van a ser distribuidas a los señores 
Senadores. 


Quiero advertir lo siguiente. Son las cinco de la tarde y tenemos previsto sesionar hasta las 
seis. 


SEÑOR VAILLANT.- Creo que lo que el señor Presidente nos quiere decir es que estamos en el 
artículo 10, tenemos que llegar al 34 y nos queda una hora de sesión. Como a ese ritmo no 
culminaríamos la consideración de todos los artículos, voy a sugerir que en lugar de ir analizando uno 
por uno, los Legisladores presentes planteen sus preocupaciones concretas y nos remitamos a esas 
disposiciones de manera de poder terminar en la jornada de hoy. En síntesis, estoy planteando 
modificar el régimen de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Vaillant plantea que los temas que quedan pendientes hasta 
el artículo 34 sean considerados en general y que aquellos artículos que algún miembro de la Comisión 
entienda que deben ser separados o desglosados para ser tratados especialmente, se señalen. Si hay 
acuerdo, procederíamos de esa forma. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 11 es una propuesta de la Junta Asesora del Estado en materia 
económico-financiera y prevé que todas las convocatorias para trabajadores en el Estado, sean 
funcionarios o no, se publiquen en la página de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El artículo 12, por su parte, permite celebrar contrato de función pública con los contratados a 
término. Sobre este artículo ya habíamos hablado cuando se trató el tema del ingreso y creo que se 
explicó bastante. 


SEÑOR HEBER.- Pensé que le íbamos ahorrar a la Directora de la Oficina Nacional del Servicio Civil 
los comentarios de cada artículo y que nosotros -al igual que el oficialismo- íbamos a expresar cuáles 
eran los que queríamos que se comentaran. Estaba observando el articulado y ya tengo algunos para 
mencionar. Como dije, de esa forma le ahorraríamos a la Directora la explicación de los artículos sobre 
los que no tenemos inconvenientes, como el 11 y el 12. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: indique usted aquellos artículos con respecto a los cuales 
tiene necesidad de una explicación. 


SEÑOR HEBER.- Tendríamos interés en que se realice un comentario sobre los artículos 14 y 16. 


SEÑOR RAMOS.- Si la Presidencia lo permite, cedo el uso de la palabra al doctor Filgueiras para que 
explique los artículos 14 y 16. 


SEÑOR FILGUEIRAS.- Los artículos 14, 15 y 16 persiguen un mismo propósito: la creación en siete 
Incisos y en el Ministerio del Interior -que lo crea directamente- de dos tipos de unidades que 
trabajarían en la órbita de la Dirección General de Secretaría, vinculados directamente con el Ministro - 
O la Ministra, en su caso- para generar un área de Planificación y Evaluación Estratégica y, por otro 
lado, una unidad de la que aquí se habla como de Calidad y Gestión de Cambio pero que, obviamente, 
también incluye la incorporación de Tecnologías de la Información. 


En términos generales, hemos estado pasando revista a un proceso de transformación del 
Estado que va a demorar porque es complejo y difícil, sobre todo en el área de los recursos humanos 
hasta ahora. Los otros dos ejes estratégicos que nos parece debe desarrollar el Estado y que deben 
formar parte de sus políticas -lo podemos compartir como sistema político- son los Sistemas de 
Información y las Tecnologías de la Información. Se trata del salto de un Estado -que, en algunos 
momentos, incluye prácticas de los siglos XIX y XX- hacia el Siglo XXI. Para ello se han hecho 
diferentes intentos desde 1985, algunos de los cuales dejaron aspectos positivos y otros fracasaron. 
Sin embargo, un hecho que identificamos claramente es que ni los Sistemas de Información ni las 
Tecnologías de la Información pueden operar por lógica ni pueden estar hipercentralizadas, esto es, en 
una sola agencia transversal. Tampoco pueden hacerlo por lógicas muy desagregadas, o sea que cada 
Unidad Ejecutora empiece por donde pueda. El lugar, el “locus”, es el Ministerio, y es allí donde 
queremos intentar desarrollar estos dos tipos de unidades que operan claramente como espejos de 
algunas de las oficinas transversales, es decir, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la 
Agencia para el Desarrollo del Gobierno Electrónico y la Sociedad de la Información y del 
Conocimiento y de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Ellos, a su vez, deben ayudar a estructurar 
tanto los sistemas de información como la gestión del cambio con la incorporación de Tecnologías de la 
Información en los Ministerios. Lo creamos dentro de lo que consideramos uno de los avances en 
materia de reforma, que es la “Alta Conducción”. Se trata de los grados 17 que se crean en el caso del 
artículo 14, que esperamos sean competitivos tanto en el interés como en las remuneraciones, ya que 
se precisan perfiles que, en muchos casos de nuestro mercado, hoy no están disponibles o resulta muy 
complejo para el Estado incorporar -me refiero a ingenieros en sistemas, al área de economía, de 
planificación estratégica, etcétera- porque no es fácil conseguirlos. Esto es en lo que refiere al artículo 
14. Son todos los Ministerios en que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto empezó a trabajar en 
procesos de reestructura. Ello no quiere decir que en todos esos Incisos estén prontos procesos de 
reestructura completos, pero esto es de hecho una idea en ese sentido, porque apunta al 
fortalecimiento de la Dirección General de Secretaría, como así también a la capacidad de planificar, 
programar y evaluar nuestras políticas públicas y los vínculos con las oficinas transversales, así como 
de incorporar Tecnologías de la Información y Gestión del Cambio en los diferentes Incisos. 


Como anteriormente se hizo mención a que el artículo 15, obviamente, va a acompañar la 
creación de los Grados 17 -por eso no pasaré revista de él, porque son los mismos Incisos- voy a 
comenzar a analizar el artículo 16 que, justamente, está en línea con lo planteado por el señor 
Subdirector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Nosotros no estamos creando cuatro nuevos 
grados al punto de pensar en un Grado 17, 18, 19 y 20 como cargos; sólo se crea como cargo el 17 y 
se asignan como función el 18, 19 y 20. Cabe aclarar que si bien esto se hace contra compromisos de 
gestión, con componentes de exclusividad o de dedicación plena a la tarea, puede caer; esto es, la 
persona que accedió a ese compromiso de gestión y, por lo tanto, a la asignación de una función 18, 
19 y 20, puede perderla y volver a su cargo 17, perdiendo con ello también el adicional en materia de 
retribución que tenía. Esto le estaría dando flexibilidad a la alta conducción; de esta forma, no 
terminaríamos siempre inflando hacia arriba, pues tendríamos una alta conducción con un piso de 
entrada -que es el piso y el techo del cargo- y luego tres funciones con las que podríamos operar 
dinámicamente otorgando incentivos, a la vez que sistemas punitivos que hagan perder esta condición 
si no se cumple con las tareas. 


Es decir que en las Direcciones Generales de Secretaría, cerca de los Ministros, estaríamos 
intentando crear un conjunto de cargos y un escalafón de alta conducción que sea flexible, con 
incentivos que se puedan mover hacia arriba y hacia abajo, de forma tal que permitan estructurar una 
transición hacia el Siglo XXl, particularmente en lo que tiene que ver con la creación y uso de los 
sistemas de información -creemos que somos un Estado con problemas serios en esta materia- así 
como de las tecnologías de la información. Del mismo modo que hay áreas del Estado que han 
avanzado al respecto, encontramos que otras están extremadamente retrasadas. Por lo tanto, el que 
acabo de mencionar es el propósito sustantivo y, en términos legislativos, procuramos la creación de 
estos cargos acorde con la noción de alta conducción que manejan tanto la Oficina Nacional del 
Servicio Civil como la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Simplemente quiero realizar una corrección puntual en los artículos 13 y 14. Cuando se 
establece que se contará con el asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, a la tercera oficina transversal debería agregarse la Oficina 
Nacional del Servicio Civil como institución que puede contribuir a la regulación transversal. 


Concretamente, en el artículo 13 se dice: “Los compromisos de gestión se negociarán entre la 
unidad ejecutora y el Ministerio respectivo y entre la unidad ejecutora y sus trabajadores, con el 


asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas”. 
A nuestro juicio, a ello debería sumarse la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


En el artículo 14, por su parte, debería hacerse lo propio cuando se dice: “La Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio respectivo actuando 
conjuntamente diseñarán los perfiles y constituirán los tribunales de concurso para la ocupación de los 
cargos mencionados en el inciso anterior”. 


Esto es cuanto quería informar sobre los artículos 14, 15 y 16. 


SEÑOR HEBER.- Agradezco la explicación realizada, porque este aspecto fue objeto de observación 
de nuestra parte. 


Quiero hacer un comentario sobre los cargos de función que se crean. Considero que es muy 
importante que sobre esta asignación tengamos las garantías de transparencia correspondiente. Estas 
cosas siempre transitan por este camino; por lo tanto, estamos dispuestos a ayudar a la Administración 
en todo aquello que tenga un concepto moderno, distinto, informatizado y transparente. Si así se 
procede, no pondremos ningún tipo de objeción. Quizás luego debamos analizar la forma de 
implementación, pero, en principio, no tenemos reparo alguno porque estamos ante técnicas modernas 
de asignar y de juzgar la productividad, la dedicación y los éxitos en función de premios y castigos para 
el caso de que no se logre un buen desempeño en los cargos de dirección. 


Ese era el comentario que deseaba realizar. 


En cuanto a la oficina de información AGÉESIC, debo decir que, a mi juicio, es muy importante, 
porque concentra algo que va más allá de la simple informatización del Estado. Creo que hay temas 
que son muy relevantes para la comunidad de la información. Aprovechando la presencia de nuestro ex 
colega, el doctor Breccia, quien está al frente de la URSEC, quisiera decir que, desde mi punto de 
vista, hay mucho por hacer en el área de la informática y también en la de lo comunicacional. Me 
refiero, concretamente, a la posibilidad de tener un país, y ya no un Estado, conectado. Creo que en 
este tema tenemos por delante un amplio camino y, sin duda, ya recibirán unos cuantos pedidos de 
informes de nuestra parte, con el fin de conocer la opinión del Poder Ejecutivo en esta materia. En 
particular, nos interesa la conectividad y, tal como también mencionó alguien que me precedió en el 
uso de la palabra, ésta es muy importante para el salto cualitativo que el país y el Estado pueden dar. 
No hay que olvidar que en un país pequeño como el nuestro se pueden hacer inversiones muy 
importantes en esta materia. 


Dejo planteado este tema como una asignatura pendiente para discutirlo más adelante, pero 
repito que nos interesa mucho lo relativo a la Agencia, a la URSEC y a la comunicación que se puede 
establecer en el país. 


SEÑOR RAMOS.- Pienso que el ingeniero Clastornik podría hacer un buen resumen sobre lo vinculado 
con los aspectos en los que los señores Senadores entiendan es preciso poner énfasis. Quizás se 
podría hacer un breve repaso sobre el tema de la agenda digital y algunos otros proyectos que son 
muy importantes y están recibiendo algunos cuestionamientos, así como lo relativo al Inciso 
Presidencia de la República. 


Por otra parte, quisiera agregar que todavía en los cargos de alta conducción y en las 
unidades de planificación queda por reglamentar -tal como decía el señor Senador- la forma en que se 
evalúan estos compromisos de gestión. Creemos que en este aspecto es importante insistir en la 
transparencia a la hora de evaluar a los funcionarios y que no solamente sea el jerarca de la unidad 
ejecutora quien determine qué funcionario le gusta o está desempeñando bien su labor. Por nuestra 
parte, hemos estado en otras Administraciones Públicas viendo cómo se realizan las evaluaciones y, 
por esa razón, creemos que es bueno tener un sistema de referato en el que participen personas 
vinculadas a la política pública, a fin de que den su opinión acerca de los trabajadores que ocupan 
cargos en el nivel de alta conducción o de alto servicio civil. Estamos hablando de un sistema cruzado 
de indicadores más duros, que son analizados por el Ministro, y otros más blandos, que serían de 
responsabilidad de la Oficina Nacional del Servicio Civil, que evaluarían la capacidad de liderazgo y el 
trabajo en equipo de estos cargos de alta conducción, a los efectos de ver si pueden renovarse o no en 
sus compromisos de gestión. 


En realidad, a través del artículo 10 pretendemos darnos una herramienta para poder 
suprimir cargos, esto es, para que en este esfuerzo de la Administración en el sentido de tener menos 
funcionarios pero mejor pagos, si se están creando cargos con perfiles que no tenía la Administración, 
podamos suprimir aquellos cargos que ya no se adecuan a las funcionalidades del Estado moderno. Es 
necesario mantener estos equilibrios a los efectos de no engrosar la Administración con más cargos. 
Repito que el artículo 10 está pensado como una forma de tener un instrumento para que no sea “más, 
más y más”, sino que posibilite crear cargos necesarios con perfiles que no los hay y eliminar aquellos 
que tienen perfiles que ya no se necesitan. Ese es el espíritu que anima a estas normas. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Si tratásemos de explicar un poco el concepto que está detrás de lo que se 
pretende hacer a través de la Agencia del Gobierno Electrónico, diríamos que procuramos generar algo 
más estructural. Habitualmente, en materia de Gobierno Electrónico, hay una tentación por generar 
trámites y servicios electrónicos a través de portales, las cuales son soluciones visibles en el corto 
plazo y tienen un efecto público importante. Sin embargo, la propuesta de trabajo de la Agencia, 
aprobada por el Poder Ejecutivo, es estructural. Estamos trabajando en aspectos fundacionales que 
implican la actualización del marco normativo y legal y el fortalecimiento institucional. Ustedes han visto 
algunos de los elementos en esta y en otras iniciativas. Precisamente, en este proyecto de ley se 
propone la creación de un centro de respuesta a incidentes informáticos. Tengamos en cuenta que, 
desde el punto de vista de la seguridad, nuestro país está desprotegido. Por lo tanto, estamos tratando 
de generar una estructura, que no es visible pero que es crítica, para defender al país de determinadas 
cosas. Quizás, estemos haciendo una propuesta más de fondo y mucho más estructural en su alcance. 
La Ley de Protección de Datos Personales aprobada por la Cámara de Representantes apunta a 
elementos críticos en cuanto al manejo seguro y confiable de la información. Por su parte, el proyecto 
de ley de Acceso a la Información Pública -que está a consideración de la Cámara de Representantes- 
genera transparencia y fortalecimiento democrático. 


En cuanto a lo que señalaba el señor Senador a propósito de la necesidad de conectividad, 
debo señalar que estamos trabajando con ANTEL para contar con una red que ligue, en alta velocidad, 
a todo el Estado uruguayo. Esto no sólo pasa por el tema de la conectividad, de la comunicación del 
byte, sino que también es necesario generar -y, en tal sentido, hemos llamado a una licitación- toda 
una plataforma de conexión que haga viable una conexión transparente entre los distintos Entes del 
Estado. Podríamos poner el ejemplo de que cuando uno contrata un servicio celular no pregunta al otro 
qué celular tiene, sino que llama por teléfono. En un contexto similar, se trata de dar ese nivel de 
transparencia que permita la interoperabilidad del Estado, en el entendido de que, a mediano y largo 
plazo, constituya la mayor de las transformaciones que se pueda dar a sí mismo, dado que hace a la 
rotura de los paradigmas de dónde empieza y termina cada unidad ejecutora. La efectividad de un país 
se mide en función del tiempo que le lleva levantar una empresa. Eso no es un problema del Ministerio 
de Economía y Finanzas, de las Intendencias ni del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, sino de cada uno de los componentes de una cadena que es transversal al Estado. 


El proyecto “Nacido Vivo” es un ejemplo clarísimo, porque el derecho más grande de una 
persona, el primario, el que le garantiza todos los demás -si se quiere- es el de la identidad, que implica 
toda una serie de elementos que se deben atar, tal como si fuese uno solo. Entonces, estamos 
tratando de generar la plataforma de conexión y de integración que haga viable ese tipo de elementos. 


Estos son algunos de los ejemplos -no quiero extenderme para poder respetar el horario 
acordado- que forman parte de la filosofía que está detrás de lo que se ha pedido. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera que el Director de la AGESIC informara cuántos funcionarios revisten 
actualmente bajo esa Agencia, ¡para cuántos cargos se llamó a concurso y cuántos se llenaron. 
Además, nos gustaría saber el resultado de esos concursos, no en el día de hoy, pero sí que se nos 
remita esa información, así como los nombres de los profesionales que fueron designados para ocupar 
dichos cargos. 


SEÑOR CLASTORNIK.- Todos los cargos que se solicitaron a nivel de función pública son todos por 
concurso y estamos esperando que esta semana finalice el trámite de la contratación. El primero de 
ellos fue un trámite difícil porque tuvimos que volver a contratar, en una Administración que se había 
olvidado de cómo contratar funcionarios públicos. Estamos trabajando con todas las garantías que 
entendimos podíamos poner para lograr esa transparencia, por ejemplo, publicando avisos en todos los 
lugares que hemos podido. 


En cuanto al número de cargos, para algunos se han presentado decenas de funcionarios, 
para otros, algunas centenas, lo que era previsible, en función de la parte técnica o administrativa de 
los cargos que se pidieron. Obviamente que ni bien dispongamos de los datos requeridos, 
informaremos a los señores Senadores. 


SEÑOR PENADÉS..- ¿Cuántos serían? 


SEÑOR CLASTORNIK.- En este momento, estamos solicitando nuevos cargos. Hasta la Rendición de 
Cuentas anterior teníamos once y catorce -que se fueron pidiendo en las dos Rendiciones anteriores- 
y, ahora, estamos pidiendo nuevos cargos que corresponden, fundamentalmente, a la creación de una 
Dirección de Defensa de los Derechos Ciudadanos, que va a ser responsable de toda la parte 
regulatoria correspondiente a la Protección de Datos Personales y al Acceso a la Información Pública. 
Ahí se están agregando once cargos más; el resto de los funcionarios trabaja como consultores. En 
este momento, tenemos una estructura provisoria que se ha dado por fortalecimiento institucional, en 
base a un préstamo del BID que estaba vigente cuando nació la Agencia. 


SEÑOR PENADÉS.- Agradeceríamos que nos hicieran llegar los resultados en cuanto la Agencia los 
tenga prontos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a agregar una pregunta que deseo que el señor Clastornik responda en 
sentido críptico, es decir, que no se explaye. ¿A qué se refiere cuando habla de los mecanismos de 
seguridad para el Estado? Simplemente, solicito que no se explaye, que nos explique dentro de un 
esquema general. 


SEÑOR CLASTORNIK.- En determinado momento, desde Rusia atacaron a Lituania y, prácticamente, 
la dejaron sin soluciones; en Inglaterra, cayó un Ministro porque alguien tomo de la base de datos - 
algo similar podría ocurrir aquí si eso se diera, por ejemplo, a nivel de datos del BPS- información que 
hizo pública, con lo que ello implica desde el punto de vista del uso público y privado. Entonces, a lo 
que me refiero es que nosotros, como país, tenemos una exposición enorme por falta de inversión en 
seguridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo culminado con el análisis de los artículos 14 y 16, ingresaríamos al 
Capítulo Il, Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones que, normalmente, mi estimado amigo 
Ramos, denomina SIRO. 


Si no existe ningún pedido de desglose, le cedemos la palabra a la Directora de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil para que explique, en general, el contenido del Capítulo desde el artículo 19 
al 34. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En cuanto al sistema integrado de retribuciones y ocupaciones, las 
modificaciones refieren básicamente a lo que se llama el escalafón de alta conducción, respecto al cual 
en lugar de establecerse grados presupuestales del I7 al 20 como determinaba el sistema original, 
optamos porque la carrera administrativa llegara al grado presupuestal 17 y que del 18 al 20, en lugar 
de ser cargos presupuestales, fueran funciones. Esto resulta de lo que el propio sistema planteaba, es 
decir que tanto la parte retributiva adicional -que ahora es un incentivo que tiene que ver con el 
compromiso de gestión y compensación a la función- como la función correspondiente, podía ser 
retirada si el compromiso de gestión no se cumplía, lo cual podía ser bastante difícil de llevar a cabo si 
todos eran cargos presupuestales. Por tanto, entendimos más conveniente que los grados 18 a 20 
fueran funciones que se asignaran a funcionarios del grado 17. 


En resumen, hasta el grado 17 es carrera administrativa por ascenso y del 17 en adelante 
también es por ascenso, pero ya no mediante carrera administrativa, sino de función asignable y 
revocable a los efectos de que se cumpla, precisamente, con el compromiso de gestión. Se 
establecieron las remuneraciones para esos cargos, que modifican sustancialmente las previstas en la 
ley anterior, pero se exige a la gente que desempeña funciones del grado 18 al 20 un régimen 
especial, el de “full time”, es decir que las personas deben dedicarse exclusivamente a la función 
pública, con excepciones de la docencia y tareas de investigación. 


Otra de las modificaciones que se introduce es en el régimen de convocatoria a los ascensos. 
La legislación original, contenida en la ley de Rendición de Cuentas anterior, preveía tres instancias: 
una, de ascenso dentro del Inciso; otra, de ascenso para funcionarios de la Administración; y, por 


último, otra para los ciudadanos en general, cada una supeditada a que la anterior hubiera fracasado. 
Ahora proponemos exactamente el mismo proceso pero con una convocatoria realizada de una sola 
vez. Esto es, que se convoca al mismo tiempo a todos los interesados en acceder a esos cargos de 
conducción, pero si bien la presentación es simultánea, las instancias siguen siendo sucesivas. Es 
decir, primero van a ascender los funcionarios del Inciso; si no los hubiera aptos para ascender, se 
abrirían las postulaciones de los funcionarios de la Administración Central; y en caso de que allí no 
existieran interesados o postulantes, se abrirían las postulaciones de ciudadanos que no fueran 
funcionarios públicos. 


SEÑOR RAMOS.- Quiero acotar que esto que se está mencionando es muy importante, porque 
manteniendo las garantías a la carrera administrativa -que, adelanto, se mantienen- se permite renovar 
el flujo de gente hacia adentro de la Administración pública. Es decir, no se tienen que agotar aquellos 
plazos interminables de un año para declarar desierto el llamado y recién después hacer otro llamado. 
Creemos que con esto estamos dando una mayor flexibilidad en la gestión y en la gerencia de recursos 
humanos, manteniendo las garantías y el derecho de la carrera administrativa. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El resto de las modificaciones tiende a solucionar algunos problemas de 
implementación e, incluso, a definir denominaciones uniformes en cuanto a lo que serían los cargos de 
conducción, como Gerencias de Área, Direcciones de División y Jefaturas de departamento. 


Otra modificación que se realiza permite ubicar dentro del escalafón profesional, en un 
mismo nivel, a funcionarios que desarrollaron su carrera universitaria en la Universidad de la 
República, comparando esa carrera con las de las universidades privadas, en las que los años 
curriculares son inferiores. En definitiva, lo que se hace aquí es igualar situaciones, de manera tal que 
personas con un mismo título no queden en situaciones escalafonarias diferentes. 


Creemos que no hay ninguna otra modificación sustancial de destaque, por lo que quedamos 
a disposición de los señores Senadores para responder cualquier interrogante que deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas, damos por concluida la consideración del 
Capítulo Il, que se extiende hasta el artículo 34. 


A continuación, pasamos al tratamiento de la Sección IV, Incisos de la Administración Central, 
comenzando por el Inciso 02, Presidencia de la República, que comprende los artículos 47 a 84. 


Tiene la palabra el señor Secretario de la Presidencia, a fin de que explique sumariamente 
los contenidos de las disposiciones. 


SEÑOR TOMA.- Los artículos que refieren estrictamente a Presidencia son los siguientes: 47 al 57, 59, 
61 a 63, 67 y 68. Hay algunas disposiciones intermedias -por decirlo así- que no he citado; algunas de 
ellas responden al Instituto Nacional de Estadística, otras a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
y otras a la AGESIC. 


A través del artículo 47 se permite la incorporación de funcionarios que venían 
desempeñándose en tareas en Comisión en el inciso Presidencia de la República; se trata de algo que 
no había podido efectivizarse hasta ahora, en virtud de que esos funcionarios no tenían la calidad de 
presupuestados. A partir del momento en que se les da esa condición, puede aplicarse el principio 
ordenador del artículo 15 de la Ley de Presupuesto Nacional N* 17.930. 


Por medio del artículo 48 se posibilita que los bienes y valores que integren el Fondo de 
Bienes Decomisados de la Junta Nacional de Drogas permanezcan siempre disponibles, pasando al 
siguiente Ejercicio anual, aun cuando no hubieren sido afectados o ejecutados en el Ejercicio ya 
finalizado. El destino de los recursos existentes se menciona en los literales A) y C) del artículo 67 del 
Decreto-ley N* 14.294. 


El artículo 49 busca dotar a la Secretaría Nacional de Drogas -especialmente a la 
nueva Secretaría Nacional de Antilavado de Activos que existe a partir del 1? de enero de 2008 sobre la 
base de la sigla CECPLA- del personal necesario para cumplir las tareas inherentes a su cargo. Este 
personal ha sido seleccionado por concurso abierto y su régimen laboral será entre los contratados a 
término regulados por los artículos 30 a 42 de la Ley N* 17.556. Quiero aclarar que se trata de cinco 


contratos a término según régimen de la ley citada. Esta dotación está compuesta por un abogado, un 
procurador, un contador y dos funcionarios administrativos. 


Por el artículo 50, como su propio texto lo establece, se asigna a la Presidencia de la 
República una partida para el otorgamiento de premios destinados a reconocer y estimular a 
funcionarios o instituciones que se hayan destacados en la lucha contra el narcotráfico, en la 
prevención y tratamiento de la adicción a las drogas o actividades contra lavados de activos. Este es 
un estímulo que entendemos es importante dada la efectividad que está teniendo el sistema de lucha 
contra el narcotráfico y los delitos que lo circundan. 


El artículo 51 prevé que el personal destacado en tareas relativas a la lucha contra el 
narcotráfico y el lavado de activos quedará incluido en el beneficio de protección de testigos 
establecido por la norma legal vigente. Este es un artículo que se ha puesto en práctica en estos días. 
Esta propuesta es para otro personal y lo que queremos es que el destacado en estas tareas tenga 
esa misma suerte de protección. 


El artículo 52 fue incluido a requerimiento de la Corporación Nacional para el Desarrollo a 
efectos de la amortización de préstamos otorgados por la Corporación Andina de Fomento para la 
construcción del edificio conocido actualmente como “Torre Ejecutiva”, cuyo anterior destino era el 
Palacio de Justicia. La asignación de esta suma, que sólo puede emplearse en el destino allí 
mencionado, responde al diseño del préstamo. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiéramos saber lo siguiente. Primero: si el Secretario de la Presidencia de la 
República nos puede informar sobre el costo total que el edificio conocido con el nombre de “Torre 
Ejecutiva” tendrá para el Erario. Segundo: ¿para cuándo está prevista la finalización de la obra? 
Tercero: ¿qué oficinas pasarían a ese edificio? Cuarto: ¿se tiene pensado que la oficina del Presidente 
de la República vuelva al Palacio Estévez o dónde se instalará? ¿Seguiría en la Residencia de Suárez 
por lo menos hasta la finalización de la actual Administración? Quinto: ¿se tiene el costo que suponen 
las obras y se han hecho los estudios de factibilidad para convertir el Edificio Libertad en un hospital 
de agudos, como aquí se plantea. ¿Qué función cumpliría y a quién estaría destinado? 


SEÑOR RICHINO.- En primer lugar, debo decir que trataré de responder las preguntas, pero no sé si 
las he retenido en su totalidad. 


En lo que refiere al costo de la construcción del edificio que ahora se ha dado en llamar 
“Torre Ejecutiva”, creo que la pregunta debería dirigirse al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. El 
edificio tiene como destino las oficinas de la Presidencia de la República, pero está siendo construido 
en función de un contrato cuya dirección de obra corresponde a la Dirección Nacional de Arquitectura. 
De acuerdo con los datos que manejamos, la refacción y terminación de este edificio se hace con 
cargo a un préstamo otorgado por la Corporación Andina de Fomento y es por un monto de US$ 
20:000.000, pero el mismo no ha sido otorgado directamente a la Presidencia de la República. El 
comitente de la obra es la firma Legader S.A., cuyo paquete accionario pertenece en un cien por ciento 
a la Corporación Nacional para el Desarrollo. Por tanto, las inquietudes que refieren a los costos 
iniciales y, eventualmente, a los costos finales estimados de la obra, que seguramente no variarán 
demasiado de acuerdo con la información que tenemos en nuestro poder, tendrán que ser efectuadas 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PENADÉS.- Ya que el doctor Richino está informando que la realización de la obra depende 
de la Dirección Nacional de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas -lo que ya 
conocíamos- y que la financiación depende de un préstamo de la Corporación Andina de Fomento, 
queremos saber para qué transfiere estas partidas la Presidencia de la República a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. En todo caso, al ser el destinatario final la Presidencia de la República y al 
transferir fondos presupuestales de la Presidencia a la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
entendíamos oportuno preguntar si se nos podía informar cuánto era el costo final o a cuánto estaba 
proyectado el costo de la obra de la “Torre Ejecutiva” ubicada en la Plaza Independencia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RICHINO.- Si me permiten, pasaría la palabra al señor Secretario de la Presidencia. 


SEÑOR TOMA..- En virtud de que la pregunta apunta a contar con un ajuste más fino del monto de la 
obra, haríamos el “accertamento” del caso y lo acercaríamos a la Mesa para que se le informe al señor 
Senador. 


SEÑOR RICHINO.- Entiendo la inquietud del señor Senador respecto de la presencia de este artículo y 
debo decir que también me he hecho la misma pregunta. Lo único que va a hacer la Presidencia de la 
República es recibir el dinero y transferirlo para la amortización del préstamo. Por tanto, más allá del 
aspecto contable, no se trata de un recurso que vaya a ingresar a la Presidencia de la República. Me 
he preguntado por qué no se hizo directamente la transferencia desde el Ministerio de Economía y 
Finanzas pero, por lo que se me ha informado oportunamente, eso respondió al diseño del préstamo. 
Lo cierto es que la Presidencia de la República, o al menos quien habla, no tuvo participación. 


Con relación a las oficinas, está previsto que allí funcionen todas las que actualmente se 
encuentran en el Edificio Libertad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evacuadas las preguntas formuladas por el señor Senador Penadés, diría - 
para complementar el trabajo de la Presidencia de la República- que se remitiera la versión taquigráfica 
de la sesión de hoy al Ministerio de Transporte y Obras Públicas para que esta Cartera tenga 
conocimiento de lo que se está hablando en la materia y sepa que cuando venga se le va a preguntar 
sobre el tema. Si hay acuerdo, procederíamos de esa manera. 


Corresponde pasar al artículo 53. 


SEÑOR TOMA.- El artículo 53 plantea una modificación del beneficio establecido por el artículo 80 de 
la Ley N* 16.736 que regía para la Presidencia de la República. 


SEÑOR HEBER.- Según tengo entendido, el inciso tercero del artículo 80 de la Ley N* 16.736 -que 
ahora se deroga- establecía una compensación del cincuenta por ciento de las retribuciones de 
naturaleza salarial a un máximo del veinticinco por ciento de los funcionarios del Programa. A partir de 
la derogación, ahora puede otorgarse a todos los funcionarios y no sólo a ese veinticinco por ciento 
que se establecía anteriormente. A nuestro entender, como se trata de un crédito no limitativo, la 
Contaduría General de la Nación debe habilitar los créditos necesarios. Sin embargo, quisiera saber si 
este artículo no generará mayores distorsiones de las que ya existen. Hago esta pregunta porque todos 
apuntamos a un objetivo común, que consiste en que a igual función corresponde igual remuneración. 
Podemos entender y dar las herramientas del caso al Gobierno para llegar a ese objetivo, pero si 
algunas oficinas tienen la disponibilidad del cien por ciento para todos los funcionarios quisiera saber si 
no estaremos generando una distorsión mayor de la que queremos solucionar. Esas son las 
interrogantes que tenemos con respecto al artículo 53. 


En lo que hace al artículo 54, debemos decir que es genérico porque establece la renovación 
de la flota vehicular por el mecanismo de la permuta. Entonces, quisiera saber si hay algún 
inconveniente en ese sentido al punto de que se incluya un artículo especial para la Presidencia de la 
República, ya que si es genérico puede hacerlo de todas maneras. 


SEÑOR RICHINO.- Hasta el momento, en tanto no se apruebe esta disposición que está propuesta, la 
renovación de la flota -como la de todos los Incisos- solamente puede realizarse por la vía de la 
permuta teniendo como tope un crédito que, en los códigos financieros, corresponde a “Financiación 
1.2”. En la práctica, esto quiere decir que es un crédito que obra como tope para proceder a la 
permuta. El estado de la flota de la Presidencia de la República realmente es bastante malo. 
Seguramente, como consecuencia de la necesaria contención del gasto público que debió hacerse en 
el período de Gobierno anterior, hay algunos vehículos que tienen hasta doce y trece años de 
antigúedad y están siendo objeto de cambio en la primera etapa de la permuta. Los más recientes, de 
antes de 2005, ingresaron en el año 2000; además, se trata de vehículos de una flota de trabajo. El 
crédito existente a los efectos de habilitar la permuta supone que la Presidencia de la República 
perderá aproximadamente dos vehículos de cada seis que puedan ser entregados por la vía de la 
renovación. Además de ser un imperativo para tener una flota vehicular que cumpla con las exigencias, 
ello supone que necesariamente tiene que haber algún margen de egreso de caja para recuperar las 
unidades que se pierden por la vía de la permuta. 


SEÑOR PENADÉS..- Me gustaría conocer a cuánto asciende la flota de vehículos de la Presidencia de 
la República porque recuerdo que, al asumir la actual Administración, la primera orden que se adoptó 


fue la de parar todos los autos de este organismo, así como los de todos los Incisos, y dar la de que 
únicamente los señores Ministros y Subsecretarios podían utilizar autos oficiales. Indudablemente, esto 
provocó un almacenamiento de vehículos, por lo que nos gustaría conocer a cuánto asciende su 
número, si bien en algún momento se difundió la noticia de cuántos eran y en dónde estaban. Esta 
respuesta no tiene por qué ser dada en el día de hoy; perfectamente nos la pueden enviar por escrito. 


Y con respecto a la Presidencia de la República, queremos saber cuántos son los vehículos 
cuya flota se pretende renovar por este sistema. 


SEÑOR RICHINO.- De ser posible, nos gustaría remitir esta información, que nos fue solicitada por 
escrito, por intermedio de la División Transporte de la Presidencia de la República, la que puede dar un 
informe más detallado, tanto de la cantidad de vehículos existentes, de las condiciones en las que se 
encuentran, como de lo que se obtendría por vía de la permuta. 


Con relación al uso de los vehículos, creo que se ha hecho un uso razonable en función de 
los cometidos que tiene la Presidencia de la República. Entre otros sectores que dependen de la 
misma -además de las Unidades Ejecutoras aquí presentes- podemos destacar que dentro de la 
Unidad Ejecutora 001 se presta el necesario apoyo a la Junta Nacional de Drogas y a la Secretaría 
Nacional -que es su brazo ejecutor- así como también a la Secretaría de Prensa y Difusión de la 
Presidencia de la República, como decía, entre otras dependencias y programas que siguen 
perteneciendo a la Presidencia de la República. 


Si los señores Senadores no tienen inconveniente, podríamos enviar la información detallada, 
incluso, hasta de lo que se gasta por concepto de combustible. Desde ya adelanto que no hay 
problema alguno en este sentido porque, a nuestro entender, no hay exceso ni mal uso en el empleo 
de la flota de la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A efectos de que la información sea completa, la Presidencia se permite 
aclarar que al momento de asumir el Gobierno, lo que se hizo público fue que una enorme parte de la 
flota presidencial -aparentemente, se trataba de vehículos muy sofisticados- estaba rota 
e inutilizada porque no tenía capacidad de movilización. 


En lo que refiere a los Ministerios, quiero decir que -por lo menos, en el que estuve yo- se 
hizo un uso racional de la utilización de los vehículos, pero no se suprimió su uso para las 
necesidades, más allá del correspondiente al señor Ministro y al del señor Subsecretario; es decir que 
hubo otros funcionarios que necesitaban utilizar esos vehículos. Además, en algunos Ministerios es 
muy importante disponer de vehículos porque vienen delegaciones del extranjero a las cuales hay que 
ir a buscar; y como a veces traen a treinta o cuarenta personas, ellas necesitan ser desplazadas. 


Era cuanto tenía para decir. 
En consideración el artículo 55. 


SEÑOR TOMA.- Los artículos 55, 56 y 57 responden a una nueva estructura de la Secretaría de 
Prensa y Difusión, por lo que pediría se le ceda el uso de la palabra al Director Veiga para que informe 
sobre ellos. 


SEÑOR VEIGA.- Brevemente, quiero decir que estos artículos responden a una transformación de 
SEPREDI en Secretaría de Comunicación Institucional, dejando de ser -aunque en los hechos, desde 
comienzos de este Gobierno, ya lo ha dejado de ser- simplemente Secretaría de Prensa y Difusión del 
Presidente, para articular una Secretaría de Comunicación de todo el Gobierno. Formalmente, se 
sustituye un decreto que se remonta al año 1985, que otorgó a la SEPREDI los cometidos que 
permitieron sustituir a la DINARP pero que, entre otras cosas, hoy le concede poco menos que toda la 
publicidad oficial del Estado. 


Como línea de trabajo -que se ha plasmado en una reestructura que ahora está a punto de 
decretarse, luego de un año y medio de trabajar con los organismos competentes- se tiene el objetivo 
de fortalecer los equipos técnicos con funcionarios públicos que revisten en distintas áreas de la 
Administración, algunos de los cuales están capacitados para desarrollar la tarea de comunicación y 
otros a quienes se los ha capacitado en tal sentido. 


Cabe señalar que en algunos casos se han descubierto muchos y valiosos equipos que se 
encontraban en ciertas áreas estatales y no se usaban; otros equipos se obtuvieron por cooperación y 
otros mediante presupuesto. 


La Secretaría de Comunicación articula y coordina la comunicación institucional de los 
diversos Ministerios integrantes del Poder Ejecutivo, y apoya técnicamente a todas las áreas, pues se 
entiende que de esta manera se logra mayor eficacia. La articulación se realiza a través de pequeñas 
unidades de comunicación, ya que en los distintos Ministerios se eliminan las Secretarías de Prensa. 
Un dato no menor es que esto permite ahorros sustantivos, porque no habrá más tercerizaciones ni 
contrataciones -por ejemplo, de satélites o similares, que implican altísimos costos- sino que ahora la 
actividad se centralizará en una unidad que tiene la capacidad para desarrollar la tarea y que utiliza la 
tecnología más moderna. Sabemos que si existen equipos y la capacidad para desarrollar el trabajo, 
resulta más económico. 


Tal es el contenido y el espíritu de estos tres artículos a los que se acaba de hacer 
referencia. 


SEÑOR PENADÉS.- Quiero plantear dos conceptos menores y una preocupación. 


Uno de los conceptos menores tiene que ver con una de las acciones a desarrollar: la 
garantía de la transparencia de la información. Me gustaría que se ampliara este concepto. Dado que 
en una Rendición de Cuentas figura este literal, que establece que una de las misiones de la nueva 
Secretaría de Comunicación Institucional del Poder Ejecutivo es garantizar la transparencia de la 
información, quisiera saber si el Poder Ejecutivo entiende que en algún momento no se ha sido 
transparente o, en caso contrario, a qué refiere la definición. 


El segundo concepto menor se relaciona con el numeral 11) que dice: “Recopilar la 
información contenida en los medios de comunicación, elaborar resúmenes y transmitirlos a los actores 
de Gobierno”. Me pregunto quiénes son esos actores, pues no conozco la definición jurídica de 
“actores de Gobierno”. ¿Es un Ministro, un Subsecretario, el Director General de la Secretaría de 
cualquiera de los Incisos? ¿Debo entender que cualquier jerarca del Poder Ejecutivo, de los Entes 
Autónomos y los Servicios Descentralizados, también puede solicitar esta información? Me gustaría 
que se acotara el alcance en esta disposición. 


Finalmente, mi preocupación tiene que ver con quién estará al frente de esta Secretaría de 
Comunicación Institucional, pues ese cargo no se creó en ningún momento. Se elimina la SEPREDI -y 
por ende desaparece todo lo que es su organigrama- y mediante el artículo 56 en la Secretaría de 
Comunicación Institucional se crea una serie de cargos que van a depender del Director de dicha 
oficina, pero insisto en que ese cargo de Director no está creado en ningún lado. Puedo estar 
equivocado, pero creo que debemos estar alertas frente a esto, porque de ese cargo van a depender 
los otros, pero reitero que aún no se ha creado el cargo para la máxima autoridad de esta nueva 
Secretaría de Comunicación Institucional. 


SEÑOR VEIGA.- En cuanto a la primera preocupación del señor Senador Penadés, quiero decir que la 
transparencia en la información es uno de sus cometidos, y voy a poner un ejemplo que seguramente 
compartirá. Hoy en día, cuando cualquier actor de la sociedad -como un gremio, un sindicato, o los 
partidos políticos, de la oposición o del Gobierno- concurre a entrevistarse con el Presidente de la 
República, le preguntamos si desea pasar por Sala de Prensa para plantear su punto de vista. Ustedes 
podrán verificar que en la página web de la Presidencia de la República -que actualmente tiene un 
intenso movimiento- no sólo pueden encontrarse las opiniones de los actores de Gobierno, sino las de 
todos los integrantes de la sociedad que participan dando su opinión. Este es un objetivo de 
transparencia. 


En cuanto a la recopilación, cada Presidente tenía su propio estilo para estar informado 
sobre lo que se publicaba en los medios de comunicación. Nosotros pusimos en marcha un sistema 
por el cual se recopilan y sintetizan las publicaciones de prensa en dos ediciones, a las 9 y a las 13 
horas, para todos los actores de Gobierno, pero ante ciertas demandas -incluso de compañeros del 
señor Senador Penadés- desde hace mucho tiempo ese sistema está en la página web para todos 
quienes la precisan. 


SEÑOR PENADÉS..- ¿Qué sucede con respecto al cargo? 


SEÑOR RICHINO.- Con la redacción de este artículo se pretende transformar la Secretaría de Prensa 
y Difusión en la Secretaría de Comunicación Institucional. Por lo tanto, los cargos existentes -tanto los 
calificados como los de particular confianza o los permanentes- pasan a integrar la nueva estructura. Si 
quedan dudas, creo que no habría ningún inconveniente en cambiar la expresión “Créase” por 
“Transfórmase” la Secretaría de Prensa y Difusión en una Secretaría de Comunicación Institucional. 
Reitero que no ha habido intención de crear, sino de transferir la estructura existente en SEPREDI a la 
nueva organización que se crea. 


SEÑOR PENADÉS.- En la Rendición de Cuentas del año pasado se creó la denominada Oficina de 
Cooperación Internacional, que tenía como objetivo la coordinación de toda la cooperación 
internacional que recibía el Poder Ejecutivo, y estaría bajo la órbita de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. Me gustaría -no pido que sea hoy, pero sí en algún momento- que la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto nos haga llegar un informe sobre los resultados que se han obtenido de 
esa coordinación, cuál ha sido la cooperación internacional y cómo ha sido manejada por parte del 
actual Gobierno. 


SEÑOR HEBER.- Quiero decir que tengo algunas objeciones con respecto al artículo 47. Si no me 
equivoco, esta disposición trata sobre la regularización de los funcionarios que están en comisión en 
Presidencia de la República, y sobre este punto quiero hacer dos consideraciones. 


En primer lugar, creo que está bien que el Estado, en términos generales, sea muy amplio con 
el Presidente y con su equipo más cercano, permitiéndole -a veces hasta sin límites- que lleve personal 
en comisión para desempeñar tareas en la Presidencia, sobre todo tratándose de un Partido que acaba 
de ganar y que precisa tener gente de confianza alrededor del Presidente. Ese fue uno de los 
argumentos que escuchamos cuando se amplió notoriamente la posibilidad de llevar personal a la 
Presidencia. Debo confesar que lo entendemos y que nos parece bien. Es lógico que el Presidente se 
rodee de un equipo de gente de su confianza. Sin embargo, este artículo termina de presupuestarlos 
en la Presidencia. Es en torno a este punto que pediría una mayor reflexión al Poder Ejecutivo. Puedo 
compartir que se regularicen los casos de personas que hace cinco o diez años están cumpliendo 
funciones en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, por ejemplo, pero esto habilita a que todos los 
funcionarios sean presupuestados en el Inciso 002. Para quienes aspiramos a que algún día el señor 
Presidente de la República sea sucedido por un Presidente de otro partido, no parece conveniente que 
el Inciso tienda a superpoblarse. Si el Presidente actual presupuesta a todos los funcionarios que tiene 
en comisión, el que le suceda hace lo mismo, y así sucesivamente; y la Presidencia de la República 
llegará a ser un gran monstruo en cuanto a cantidad de funcionarios. 


Entendiendo la situación y dándole al Presidente de la República la amplitud que necesita 
para rodearse de gente de su confianza, pienso que quizás podamos, junto con el señor Secretario de 
la Presidencia, buscar una norma que sea más lógica y sobre la cual nos pongamos de acuerdo. 
Quizás debamos atender a qué clase de funcionarios se quiere incorporar a la Presidencia de la 
República, que supongo que no serán todos los que están en comisión. Por ejemplo, en materia de 
seguridad puede haber un funcionario que cumpla su tarea y sea de confianza del actual Presidente de 
la República, pero no necesariamente lo será para el próximo Presidente. Digo esto a modo de 
ejemplo, aunque creo que estos funcionarios están exceptuados. 


Pido que se reflexione sobre este punto, de modo que podamos acompañar un artículo que 
no genere en la Presidencia de la República un Inciso desbordado de funcionarios en comisión que son 
regularizados por esta vía. Quizás sobre este aspecto podamos hablar de años, de dedicación o de 
nuevas oficinas. En definitiva, quiero aclarar que estamos abiertos a escuchar alternativas para este 
tema, pero así como se ha planteado la iniciativa no me parece que sea conveniente para esta 
Administración ni para las siguientes. 


SEÑOR TOMA.- Quisiera hacer algunas consideraciones de orden técnico y también de naturaleza 
política. 


En primer lugar, quiero aclarar que no se trata de funcionarios de confianza del señor 
Presidente de la República y, en segundo término, que tampoco hablamos de personal que no sea 
presupuestado. Creo que es preciso diferenciar la presupuestación de la incorporación, porque en este 
caso se trata de incorporar funcionarios que ya están presupuestados. 


Por otro lado, esta norma privilegia dos principios: el de la naturalización de los vínculos 
funcionales y el de la igualdad. El primero de ellos ya está tutelado en el artículo 15 de la Ley N” 


17.930 en cuanto supuso una misma suerte de incorporación de funcionarios que habían perdido el 
arraigo de la oficina de origen y estaban cumpliendo funciones en otra dependencia. ¿Por qué no se 
pudo hacer esto para la Presidencia? Porque, precisamente, los funcionarios de Presidencia no 
estaban presupuestados hasta que una norma posterior de la Rendición de Cuentas lo permitió. 
Entonces, privilegiando ese principio de igualdad es que se puede tomar para la Presidencia el mismo 
camino que se siguió a través del artículo 15 de la Ley N* 17.930. Por eso sostengo que se trata de 
una buena norma, ordenadora de los vínculos funcionales que el Servicio Civil está propiciando. 
Además, supone una potestad del funcionario para optar -o no- por esa incorporación. Incluso, en tanto 
el mecanismo de incorporación se rige por las normas de redistribución de los funcionarios públicos, no 
existe afectación de derechos para quienes se incorporan ni para los del Inciso en el cual ingresan. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar por finalizada la sesión, recordamos que mañana concurrirán los 
representantes de los Ministerios del Interior y de Trabajo y Seguridad Social. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 17 minutos) 
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